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Disposiciones modificadas: 

	Código Civil

	 Ley de Enjuiciamiento Civil

	 Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor

	 Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria

	 Código Penal

	 Ley de Enjuiciamiento Criminal

	 Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género

	 Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores

	 Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria

	 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial

	 Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita

	 Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial

	 Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad

	 Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en 
materia de información y documentación clínica.

	 Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias

	 Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social
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Artículo Materia Código Civil
 (redacción anterior)

Código Civil
(nueva redacción)

Artículo 92 Separación, 
nulidad y divorcio

Derecho de los 
hijos menores a 
ser oídos

Interés superior 
del menor

 

Guarda y custodia 
compartida

Artículo 92.

1. La separación, la nulidad y el divorcio no eximen a los 
padres de sus obligaciones para con los hijos.

2. El Juez, cuando deba adoptar cualquier medida sobre 
la custodia, el cuidado y la educación de los hijos menores, 
velará por el cumplimiento de su derecho a ser oídos.

3. En la sentencia se acordará la privación de la patria 
potestad cuando en el proceso se revele causa para ello.

4. Los padres podrán acordar en el convenio regulador o 
el Juez podrá decidir, en beneficio de los hijos, que la patria 
potestad sea ejercida total o parcialmente por unos de los 
cónyuges.

5. Se acordará el ejercicio compartido de la guarda y cus-
todia de los hijos cuando así lo soliciten los padres en la 
propuesta de convenio regulador o cuando ambos lleguen 
a este acuerdo en el transcurso del procedimiento. El Juez, 
al acordar la guarda conjunta y tras fundamentar su resolu-
ción, adoptará las cautelas procedentes para el eficaz cum-
plimiento del régimen de guarda establecido, procurando 
no separar a los hermanos.

6. En todo caso, antes de acordar el régimen de guarda y 
custodia, el Juez deberá recabar informe del Ministerio Fis-
cal, y oír a los menores que tengan suficiente juicio cuando

Artículo 92.

1. La separación, la nulidad y el divorcio no eximen a los 
padres de sus obligaciones para con los hijos.

2. El Juez, cuando deba adoptar cualquier medida sobre 
la custodia, el cuidado y la educación de los hijos meno-
res, velará por el cumplimiento de su derecho a ser oídos y 
emitirá una resolución motivada en el interés superior del 
menor sobre esta cuestión.

3. En la sentencia se acordará la privación de la patria 
potestad cuando en el proceso se revele causa para ello.

4. Los padres podrán acordar en el convenio regulador o 
el Juez podrá decidir, en beneficio de los hijos, que la patria 
potestad sea ejercida total o parcialmente por uno de los 
cónyuges.

5. Se acordará el ejercicio compartido de la guarda y cus-
todia de los hijos cuando así lo soliciten los padres en la 
propuesta de convenio regulador o cuando ambos lleguen 
a este acuerdo en el transcurso del procedimiento.

6. En todo caso, antes de acordar el régimen de guarda y 
custodia, el Juez deberá recabar informe del Ministerio Fis-
cal, oír a los menores que tengan suficiente juicio cuando
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Artículo Materia Código Civil
 (redacción anterior)

Código Civil
(nueva redacción)

Dictamen de 
especialistas 
a instancia de 
parte, del Fiscal 
o miembros del 
Equipo Técnico 
Judicial, o del 
propio menor

Régimen de 
guarda y custodia

Cautelas

No separación de 
hermanos

se estime necesario de oficio o a petición del Fiscal, par-
tes o miembros del Equipo Técnico Judicial, o del propio 
menor, valorar las alegaciones de las partes vertidas en la 
comparecencia y la prueba practicada en ella, y la relación 
que los padres mantengan entre sí y con sus hijos para de-
terminar su idoneidad con el régimen de guarda.

7. No procederá la guarda conjunta cuando cualquiera de 
los padres esté incurso en un proceso penal iniciado por 
atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la in-
tegridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro 
cónyuge o de los hijos que convivan con ambos. Tampoco 
procederá cuando el Juez advierta, de las alegaciones de 
las partes y las pruebas practicadas, la existencia de indi-
cios fundados de violencia doméstica.

8. Excepcionalmente, aun cuando no se den los supues-
tos del apartado cinco de este artículo, el Juez, a instancia 
de una de las partes, con informe favorable del Ministerio 
Fiscal, podrá acordar la guarda y custodia compartida fun-
damentándola en que sólo de esta forma se protege ade-
cuadamente el interés superior del menor.

9. El Juez, antes de adoptar alguna de las decisiones a 
que se refieren los apartados anteriores, de oficio o a ins-
tancia de parte, podrá recabar dictamen de especialistas 
debidamente cualificados, relativo a la idoneidad del modo 
de ejercicio de la patria potestad y del régimen de custodia 
de los menores.

se estime necesario de oficio o a petición del Fiscal, las 
partes o miembros del Equipo Técnico Judicial, o del propio 
menor, y valorar las alegaciones de las partes, la prueba 
practicada, y la relación que los padres mantengan entre sí 
y con sus hijos para determinar su idoneidad con el régi-
men de guarda.

7. No procederá la guarda conjunta cuando cualquiera de 
los progenitores esté incurso en un proceso penal iniciado 
por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la 
integridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro 
cónyuge o de los hijos que convivan con ambos. Tampoco 
procederá cuando el Juez advierta, de las alegaciones de 
las partes y las pruebas practicadas, la existencia de indi-
cios fundados de violencia doméstica o de género.

8. Excepcionalmente, aun cuando no se den los supues-
tos del apartado cinco de este artículo, el Juez, a instancia 
de una de las partes, con informe del Ministerio Fiscal, po-
drá acordar la guarda y custodia compartida fundamentán-
dola en que solo de esta forma se protege adecuadamente 
el interés superior del menor.

9. El Juez, antes de adoptar alguna de las decisiones a que 
se refieren los apartados anteriores, de oficio o a instancia 
de parte, del Fiscal o miembros del Equipo Técnico Judicial, 
o del propio menor, podrá recabar dictamen de especialis-
tas debidamente cualificados, relativo a la idoneidad del 
modo de ejercicio de la patria potestad y del régimen de 
custodia de las personas menores de edad para asegurar 
su interés superior.
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Artículo Materia Código Civil
 (redacción anterior)

Código Civil
(nueva redacción)

10. El Juez adoptará, al acordar fundadamente el régimen 
de guarda y custodia, así como el de estancia, relación y 
comunicación, las cautelas necesarias, procedentes y ade-
cuadas para el eficaz cumplimiento de los regímenes esta-
blecidos, procurando no separar a los hermanos.

Artículo 154 Patria potestad

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Residencia 
habitual de la 
persona menor 
de edad

Audiencia de la 
persona menor 
de edad en 
condiciones 
idóneas

Artículo 154.

Los hijos no emancipados están bajo la patria potestad 
de los progenitores.

La patria potestad, como responsabilidad parental, se 
ejercerá siempre en interés de los hijos, de acuerdo con su 
personalidad, y con respeto a sus derechos, su integridad 
física y mental.

Esta función comprende los siguientes deberes y facul-
tades:

1.º Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, 
educarlos y procurarles una formación integral.

2.º Representarlos y administrar sus bienes.

 

Si los hijos tuvieren suficiente madurez deberán ser oí-
dos siempre antes de adoptar decisiones que les afecten.

Artículo 154.

Los hijos e hijas no emancipados están bajo la patria po-
testad de los progenitores.

La patria potestad, como responsabilidad parental, se 
ejercerá siempre en interés de los hijos e hijas, de acuerdo 
con su personalidad, y con respeto a sus derechos, su inte-
gridad física y mental.

Esta función comprende los siguientes deberes y facul-
tades:

1.º Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, 
educarlos y procurarles una formación integral.

2.º Representarlos y administrar sus bienes.

3.º Decidir el lugar de residencia habitual de la persona 
menor de edad, que solo podrá ser modificado con el con-
sentimiento de ambos progenitores o, en su defecto, por 
autorización judicial.

Si los hijos o hijas tuvieren suficiente madurez deberán 
ser oídos siempre antes de adoptar decisiones que les
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Artículo Materia Código Civil
 (redacción anterior)

Código Civil
(nueva redacción)

 
 
 

Los progenitores podrán, en el ejercicio de su función, 
recabar el auxilio de la autoridad.

afecten sea en procedimiento contencioso o de mutuo 
acuerdo. En todo caso, se garantizará que puedan ser oídas 
en condiciones idóneas, en términos que les sean accesi-
bles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y cir-
cunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando 
ello fuera necesario.

Los progenitores podrán, en el ejercicio de su función, 
recabar el auxilio de la autoridad.

Artículo 158 Medidas 
cautelares

Artículo 158.

El Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cual-
quier pariente o del Ministerio Fiscal, dictará:

1.º Las medidas convenientes para asegurar la prestación 
de alimentos y proveer a las futuras necesidades del hijo, 
en caso de incumplimiento de este deber, por sus padres.

2.º Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hijos 
perturbaciones dañosas en los casos de cambio de titular 
de la potestad de guarda.

3.º Las medidas necesarias para evitar la sustracción de 
los hijos menores por alguno de los progenitores o por ter-
ceras personas y, en particular, las siguientes:

a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo au-
torización judicial previa.

b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o 
retirada del mismo si ya se hubiere expedido.

Artículo 158.

El Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cual-
quier pariente o del Ministerio Fiscal, dictará:

1.º Las medidas convenientes para asegurar la prestación 
de alimentos y proveer a las futuras necesidades del hijo, 
en caso de incumplimiento de este deber, por sus padres.

2.º Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hi-
jos perturbaciones dañosas en los caso (sic) de cambio de 
titular de la potestad de guarda.

3.º Las medidas necesarias para evitar la sustracción de 
los hijos menores por alguno de los progenitores o por ter-
ceras personas y, en particular, las siguientes:

a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo au-
torización judicial previa.

b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o 
retirada del mismo si ya se hubiere expedido.
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Artículo Materia Código Civil
 (redacción anterior)

Código Civil
(nueva redacción)

Suspensión 
cautelar del 
régimen de visitas 
y comunicaciones

Audiencia de la 
persona menor 
de edad

c) Sometimiento a autorización judicial previa de cual-
quier cambio de domicilio del menor.

4.º La medida de prohibición a los progenitores, tutores, 
a otros parientes o a terceras personas de aproximarse al 
menor y acercarse a su domicilio o centro educativo y a 
otros lugares que frecuente, con respeto al principio de 
proporcionalidad.

5.º La medida de prohibición de comunicación con el 
menor, que impedirá a los progenitores, tutores, a otros 
parientes o a terceras personas establecer contacto escri-
to, verbal o visual por cualquier medio de comunicación o 
medio informático o telemático, con respeto al principio de 
proporcionalidad.

6.º En general, las demás disposiciones que considere 
oportunas, a fin de apartar al menor de un peligro o de 
evitarle perjuicios en su entorno familiar o frente a terceras 
personas. Se garantizará por el Juez que el menor pueda 
ser oído en condiciones idóneas para la salvaguarda de sus 
intereses.

En caso de posible desamparo del menor, el Juzgado co-
municará las medidas a la Entidad Pública.

Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cual-
quier proceso civil o penal o bien en un expediente de ju-
risdicción voluntaria.

c) Sometimiento a autorización judicial previa de cual-
quier cambio de domicilio del menor.

4.º La medida de prohibición a los progenitores, tutores, 
a otros parientes o a terceras personas de aproximarse al 
menor y acercarse a su domicilio o centro educativo y a 
otros lugares que frecuente, con respecto al principio de 
proporcionalidad.

5.º La medida de prohibición de comunicación con el 
menor, que impedirá a los progenitores, tutores, a otros 
parientes o a terceras personas establecer contacto escri-
to, verbal o visual por cualquier medio de comunicación o 
medio informático o telemático, con respeto al principio de 
proporcionalidad.

6.º La suspensión cautelar en el ejercicio de la patria po-
testad y/o en el ejercicio de la guarda y custodia, la sus-
pensión cautelar del régimen de visitas y comunicaciones 
establecidos en resolución judicial o convenio judicialmen-
te aprobado y, en general, las demás disposiciones que 
considere oportunas, a fin de apartar al menor de un peli-
gro o de evitarle perjuicios en su entorno familiar o frente 
a terceras personas.

En caso de posible desamparo del menor, el Juzgado 
comunicará las medidas a la Entidad Pública. Todas estas 
medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso ju-
dicial o penal o bien en un expediente de jurisdicción vo-
luntaria, en que la autoridad judicial habrá de garantizar la 
audiencia de la persona menor de edad, pudiendo el Tribu-
nal ser auxiliado por personas externas para garantizar que 
pueda ejercitarse este derecho por sí misma.
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Artículo Materia Código Civil
 (redacción anterior)

Código Civil
(nueva redacción)

Artículo 172.5 Desamparo

Cesación de 
la tutela de la 
Entidad pública

 
 
 
 
 
Traslado de 
expediente

 
 
 
 
 
 
Plazo desde 
que el menor 
abandona 
el centro de 
protección

5. La Entidad Pública cesará en la tutela que ostente so-
bre los menores declarados en situación de desamparo 
cuando constate, mediante los correspondientes informes, 
la desaparición de las causas que motivaron su asunción, 
por alguno de los supuestos previstos en los artículos 276 
y 277.1, y cuando compruebe fehacientemente alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Que el menor se ha trasladado voluntariamente a otro 
país.

b) Que el menor se encuentra en el territorio de otra co-
munidad autónoma cuya Entidad Pública hubiere dictado 
resolución sobre declaración de situación de desamparo y 
asumido su tutela o medida de protección correspondien-
te, o entendiere que ya no es necesario adoptar medidas 
de protección a tenor de la situación del menor.

c) Que hayan transcurrido seis meses desde que el menor 
abandonó voluntariamente el centro de protección, encon-
trándose en paradero desconocido.

La guarda provisional cesará por las mismas causas que 
la tutela.

5. La Entidad Pública cesará en la tutela que ostente so-
bre los menores declarados en situación de desamparo 
cuando constate, mediante los correspondientes informes, 
la desaparición de las causas que motivaron su asunción, 
por alguno de los supuestos previstos en los artículos 276 
y 277.1, y cuando compruebe fehacientemente alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Que el menor se ha trasladado voluntariamente a otro 
país.

b) Que el menor se encuentra en el territorio de otra co-
munidad autónoma, en cuyo caso se procederá al traslado 
del expediente de protección y cuya Entidad Pública hu-
biere dictado resolución sobre declaración de situación 
de desamparo y asumido su tutela o medida de protec-
ción correspondiente, o entendiere que ya no es necesario 
adoptar medidas de protección a tenor de la situación del 
menor.

c) Que hayan transcurrido doce meses desde que el me-
nor abandonó voluntariamente el centro de protección, en-
contrándose en paradero desconocido.

La guarda provisional cesará por las mismas causas que 
la tutela.
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Artículo Materia Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
(redacción anterior)

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
 (nueva redacción)

Artículo 779 Procesos 
especiales. 
Oposición a las 
resoluciones 
administrativas 
en materia de 
protección de 
menores

Plazo máximo

Artículo 779. Carácter preferente del procedimiento. Com-
petencia.

Los procedimientos en los que se sustancie la oposición 
a las resoluciones administrativas en materia de protec-
ción de menores tendrán carácter preferente.

 

Será competente para conocer de los mismos el Juzgado 
de Primera Instancia del domicilio de la Entidad Pública y, 
en su defecto o en los supuestos de los artículos 179 y 180 
del Código Civil, el Tribunal del domicilio del adoptante.

Artículo 779. Carácter preferente del procedimiento. Com-
petencia.

Los procedimientos en los que se sustancie la oposición 
a las resoluciones administrativas en materia de protec-
ción de menores tendrán carácter preferente y deberán 
realizarse en el plazo de tres meses desde la fecha en que 
se hubieren iniciado. La acumulación de procedimientos 
no suspenderá el plazo máximo.

Será competente para conocer de los mismos el Juzgado 
de Primera Instancia del domicilio de la Entidad Pública y, 
en su defecto o en los supuestos de los artículos 179 y 180 
del Código Civil, el Tribunal del domicilio del adoptante.

Artículo 780 Oposición a las 
resoluciones 
administrativas 
en materia de 
protección de 
menores

Artículo 780. Oposición a las resoluciones administrativas 
en materia de protección de menores.

1. No será necesaria reclamación previa en vía adminis-
trativa para formular oposición, ante los Tribunales civiles, 
a las resoluciones administrativas en materia de protec-
ción de menores. La oposición a las mismas podrá formu-
larse en el plazo de dos meses desde su notificación.

Estarán legitimados para formular oposición a las reso-
luciones administrativas en materia de protección de me-
nores, siempre que tengan interés legítimo y directo en tal 
resolución, los menores afectados por la resolución, los 
progenitores, tutores, acogedores, guardadores, el Minis-
terio Fiscal y aquellas personas que expresamente la ley 
les reconozca tal legitimación. Aunque no fueran actores 
podrán personarse en cualquier momento en el procedi-
miento, sin que se retrotraigan las actuaciones.

Artículo 780. Oposición a las resoluciones administrativas 
en materia de protección de menores.

1. No será necesaria reclamación previa en vía adminis-
trativa para formular oposición, ante los tribunales civiles, 
a las resoluciones administrativas en materia de protec-
ción de menores. La oposición a las mismas podrá formu-
larse en el plazo de dos meses desde su notificación.

Estarán legitimados para formular oposición a las reso-
luciones administrativas en materia de protección de me-
nores, siempre que tengan interés legítimo y directo en tal 
resolución, los menores afectados por la resolución, los 
progenitores, tutores, acogedores, guardadores, el Minis-
terio Fiscal y aquellas personas que expresamente la ley 
les reconozca tal legitimación. Aunque no fueran actores 
podrán personarse en cualquier momento en el procedi-
miento, sin que se retrotraigan las actuaciones.
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Artículo Materia Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
(redacción anterior)

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
 (nueva redacción)

 

Testimonio del 
expediente 
del menor 
actualizado

Los menores tendrán derecho a ser parte y a ser oídos en 
el proceso conforme a lo establecido en la Ley Orgánica de 
Protección Jurídica del Menor. Ejercitarán sus pretensiones 
en relación a las resoluciones administrativas que les afec-
ten a través de sus representantes legales siempre que no 
tengan intereses contrapuestos a los suyos, o a través de 
la persona que se designe como su defensor para que les 
represente.

2. El proceso de oposición a una resolución administra-
tiva en materia de protección de menores se iniciará me-
diante la presentación de un escrito inicial en el que el ac-
tor sucintamente expresará la pretensión y la resolución a 
que se opone.

En el escrito consignará expresamente la fecha de no-
tificación de la resolución administrativa y manifestará si 
existen procedimientos relativos a ese menor.

3. El Letrado de la Administración de Justicia reclamará a 
la entidad administrativa un testimonio completo del expe-
diente, que deberá ser aportado en el plazo de veinte días.

4. Recibido el testimonio del expediente administrativo, 
el Letrado de la Administración de Justicia emplazará al ac-
tor por veinte días para que presente la demanda, que se 
tramitará con arreglo a lo previsto en el artículo 753.

Los menores tendrán derecho a ser parte y a ser oídos y 
escuchados en el proceso conforme a lo establecido en la 
Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor. Ejercitarán 
sus pretensiones en relación a las resoluciones administra-
tivas que les afecten a través de sus representantes legales 
siempre que no tengan intereses contrapuestos a los suyos, 
o a través de la persona que se designe o que ellos mismos 
designen como su defensor para que les represente.

2. El proceso de oposición a una resolución administra-
tiva en materia de protección de menores se iniciará me-
diante la presentación de un escrito inicial en el que el ac-
tor sucintamente expresará la pretensión y la resolución a 
que se opone.

En el escrito consignará expresamente la fecha de no-
tificación de la resolución administrativa y manifestará si 
existen procedimientos relativos a ese menor.

3. El Letrado de la Administración de Justicia reclamará a 
la entidad administrativa un testimonio completo del ex-
pediente, que deberá ser aportado en el plazo de diez días.

La entidad administrativa, podrá ser requerida para apor-
tar al Tribunal antes de la vista, las actualizaciones que se 
hayan producido en el expediente del menor.

4. Recibido el testimonio del expediente administrati-
vo, el Letrado de la Administración de Justicia, en el plazo 
máximo de cinco días, emplazará al actor por diez días para 
que presente la demanda, que se tramitará con arreglo a lo 
previsto en el artículo 753.
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Artículo Materia Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
(redacción anterior)

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
 (nueva redacción)

Sentencia

 

5. Si el Ministerio Fiscal, las partes o el Juez competen-
te tuvieren conocimiento de la existencia de más de un 
procedimiento de oposición a resoluciones administrati-
vas relativas a la protección de un mismo menor, pedirán 
los primeros y dispondrá el segundo, incluso de oficio, la 
acumulación ante el Juzgado que estuviera conociendo del 
procedimiento más antiguo.

Acordada la acumulación, se procederá según dispone el 
artículo 84, con la especialidad de que no se suspenderá la 
vista que ya estuviera señalada si fuera posible tramitar el 
resto de procesos acumulados dentro del plazo determina-
do por el señalamiento. En caso contrario, el Letrado de la 
Administración de Justicia acordará la suspensión del que 
tuviera la vista ya fijada, hasta que los otros se hallen en 
el mismo estado, procediendo a realizar el nuevo señala-
miento para todos con carácter preferente y, en todo caso, 
dentro de los diez días siguientes.

Contra el auto que deniegue la acumulación podrán in-
terponerse los recursos de reposición y apelación sin efec-
tos suspensivos. Contra el auto que acuerde la acumula-
ción no se dará recurso alguno.

El Tribunal dictará sentencia dentro de los diez días si-
guientes a la terminación del juicio.

5. Se suprime.

6. Si el Ministerio Fiscal, las partes o el Juez competen-
te tuvieren conocimiento de la existencia de más de un 
procedimiento de oposición a resoluciones administrati-
vas relativas a la protección de un mismo menor, pedirán 
los primeros y dispondrá el segundo, incluso de oficio, la 
acumulación ante el Juzgado que estuviera conociendo del 
procedimiento más antiguo.

Acordada la acumulación, se procederá según dispone el 
artículo 84, con la especialidad de que no se suspenderá la 
vista que ya estuviera señalada si fuera posible tramitar el 
resto de procesos acumulados dentro del plazo determina-
do por el señalamiento. En caso contrario, el Letrado de la 
Administración de Justicia acordará la suspensión del que 
tuviera la vista ya fijada, hasta que los otros se hallen en 
el mismo estado, procediendo a realizar el nuevo señala-
miento para todos con carácter preferente y, en todo caso, 
dentro de los diez días siguientes.

Contra el auto que deniegue la acumulación podrán in-
terponerse los recursos de reposición y apelación sin efec-
tos suspensivos. Contra el auto que acuerde la acumula-
ción no se dará recurso alguno.
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Artículo 2.5 
párr. 1.º y letra 
c)

Interés superior 
del menor

Conflicto de 
interés

5. Toda medida en el interés superior del menor deberá 
ser adoptada respetando las debidas garantías del proceso 
y, en particular:

(…)

 
   c) La participación de progenitores, tutores o represen-
tantes legales del menor o de un defensor judicial si hubie-
ra conflicto o discrepancia con ellos y del Ministerio Fiscal 
en el proceso en defensa de sus intereses

5. Toda resolución de cualquier orden jurisdiccional y 
toda medida en el interés superior de la persona menor de 
edad deberá ser adoptada respetando las debidas garan-
tías del proceso y, en particular:

[...]

c) La participación de progenitores, tutores o representan-
tes legales del menor o de un defensor judicial si hubiera 
conflicto de interés o discrepancia con ellos y del Ministerio 
Fiscal en el proceso en defensa de sus intereses. Se presu-
mirá que existe un conflicto de interés cuando la opinión de 
la persona menor de edad sea contraria a la medida que se 
adopte sobre ella o suponga una restricción de sus derechos.

Artículo 12 Actuaciones de 
protección

Artículo 12. Actuaciones de protección.

1. La protección de los menores por los poderes públicos 
se realizará mediante la prevención, detección y reparación 
de situaciones de riesgo, con el establecimiento de los servi-
cios y recursos adecuados para tal fin, el ejercicio de la guar-
da y, en los casos de declaración de desamparo, la asunción 
de la tutela por ministerio de la ley. En las actuaciones de 
protección deberán primar, en todo caso, las medidas fami-
liares frente a las residenciales, las estables frente a las tem-
porales y las consensuadas frente a las impuestas.

2. Los poderes públicos velarán para que los progenitores, 
tutores, guardadores o acogedores, desarrollen adecuada-
mente sus responsabilidades y les facilitarán servicios ac-
cesibles de prevención, asesoramiento y acompañamiento 
en todas las áreas que afectan al desarrollo de los menores.

Artículo 12. Actuaciones de protección.

1. La protección de los menores por los poderes públicos 
se realizará mediante la prevención, detección y reparación 
de situaciones de riesgo, con el establecimiento de los servi-
cios y recursos adecuados para tal fin, el ejercicio de la guar-
da y, en los casos de declaración de desamparo, la asunción 
de la tutela por ministerio de la ley. En las actuaciones de 
protección deberán primar, en todo caso, las medidas fami-
liares frente a las residenciales, las estables frente a las tem-
porales y las consensuadas frente a las impuestas.

2. Los poderes públicos velarán para que los progenitores, 
tutores, guardadores o acogedores, desarrollen adecuada-
mente sus responsabilidades y les facilitarán servicios ac-
cesibles de prevención, asesoramiento y acompañamiento 
en todas las áreas que afectan al desarrollo de los menores.
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Comunicación 
al Ministerio 
del Interior de 
medidas de 
guarda o tutela 
de menores 
vulnerables

3. Cuando los menores se encuentren bajo la patria po-
testad, tutela, guarda o acogimiento de una víctima de vio-
lencia de género o doméstica, las actuaciones de los po-
deres públicos estarán encaminadas a garantizar el apoyo 
necesario para procurar la permanencia de los menores, 
con independencia de su edad, con aquélla, así como su 
protección, atención especializada y recuperación.

4. Cuando no pueda ser establecida la mayoría de edad 
de una persona, será considerada menor de edad a los 
efectos de lo previsto en esta ley, en tanto se determina 
su edad. A tal efecto, el Fiscal deberá realizar un juicio de 
proporcionalidad que pondere adecuadamente las razones 
por las que se considera que el pasaporte o documento 
equivalente de identidad presentado, en su caso, no es fia-
ble. La realización de pruebas médicas para la determina-
ción de la edad de los menores se someterá al principio de 
celeridad, exigirá el previo consentimiento informado del 
afectado y se llevará a cabo con respeto a su dignidad y sin 
que suponga un riesgo para su salud, no pudiendo aplicar-
se indiscriminadamente, especialmente si son invasivas.

3. Cuando los menores se encuentren bajo la patria po-
testad, tutela, guarda o acogimiento de una víctima de vio-
lencia de género o doméstica, las actuaciones de los po-
deres públicos estarán encaminadas a garantizar el apoyo 
necesario para procurar la permanencia de los menores, 
con independencia de su edad, con aquella, así como su 
protección, atención especializada y recuperación.

4. Cuando no pueda ser establecida la mayoría de edad 
de una persona, será considerada menor de edad a los 
efectos de lo previsto en esta ley, en tanto se determina 
su edad. A tal efecto, el Fiscal deberá realizar un juicio de 
proporcionalidad que pondere adecuadamente las razones 
por las que se considera que el pasaporte o documento 
equivalente de identidad presentado, en su caso, no es fia-
ble. La realización de pruebas médicas para la determina-
ción de la edad de los menores se someterá al principio de 
celeridad, exigirá el previo consentimiento informado del 
afectado y se llevará a cabo con respeto a su dignidad y sin 
que suponga un riesgo para su salud, no pudiendo aplicar-
se indiscriminadamente. No podrán realizarse, en ningún 
caso, desnudos integrales, exploraciones genitales u otras 
pruebas médicas especialmente invasivas.

Asimismo, una vez adoptada la medida de guarda o tute-
la respecto a personas menores de edad que hayan llega-
do solas a España, las Entidades Públicas comunicarán la 
adopción de dicha medida al Ministerio del Interior, a efec-
tos de inscripción en el Registro Estatal correspondiente.

5. Las Entidades Públicas garantizarán los derechos reco-
nocidos en esta ley a las personas menores de edad desde
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Atención 
inmediata 
integral

5. Cualquier medida de protección no permanente que se 
adopte respecto de menores de tres años se revisará cada 
tres meses, y respecto de mayores de esa edad se revisará 
cada seis meses. En los acogimientos permanentes la revi-
sión tendrá lugar el primer año cada seis meses y, a partir 
del segundo año, cada doce meses.

6. Además, de las distintas funciones atribuidas por ley, 
la Entidad Pública remitirá al Ministerio Fiscal informe jus-
tificativo de la situación de un determinado menor cuando 
éste se haya encontrado en acogimiento residencial o aco-
gimiento familiar temporal durante un periodo superior a 
dos años, debiendo justificar la Entidad Pública las causas 
por las que no se ha adoptado una medida protectora de 
carácter más estable en ese intervalo.

7. Los poderes públicos garantizarán los derechos y obli-
gaciones de los menores con discapacidad en lo que res-
pecta a su custodia, tutela, guarda, adopción o institucio-
nes similares, velando al máximo por el interés superior 
del menor. Asimismo, garantizarán que los menores con 
discapacidad tengan los mismos derechos respecto a la 
vida en familia. Para hacer efectivos estos derechos y a fin 
de prevenir su ocultación, abandono, negligencia o segre-
gación velarán porque se proporcione con anticipación in-
formación, servicios y apoyo generales a los menores con 
discapacidad y a sus familias.

el momento que accede por primera vez a un recurso de 
protección y proporcionarán una atención inmediata inte-
gral y adecuada a sus necesidades, evitando la prolonga-
ción de las medidas de carácter provisional y de la estancia 
en los recursos de primera acogida.

6. Cualquier medida de protección no permanente que se 
adopte respecto de menores de tres años se revisará cada 
tres meses, y respecto de mayores de esa edad se revisará 
cada seis meses. En los acogimientos permanentes la revi-
sión tendrá lugar el primer año cada seis meses y, a partir 
del segundo año, cada doce meses.

7. Además, de las distintas funciones atribuidas por ley, la 
Entidad Pública remitirá al Ministerio Fiscal informe justi-
ficativo de la situación de un determinado menor cuando 
este se haya encontrado en acogimiento residencial o aco-
gimiento familiar temporal durante un periodo superior a 
dos años, debiendo justificar la Entidad Pública las causas 
por las que no se ha adoptado una medida protectora de 
carácter más estable en ese intervalo,

8. Los poderes públicos garantizarán los derechos y obli-
gaciones de los menores con discapacidad en lo que res-
pecta a su custodia, tutela, guarda, adopción o institucio-
nes similares, velando al máximo por el interés superior 
del menor. Asimismo, garantizarán que los menores con 
discapacidad tengan los mismos derechos respecto a la 
vida en familia. Para hacer efectivos estos derechos y a fin 
de prevenir su ocultación, abandono, negligencia o segre-
gación velarán porque se proporcione con anticipación in-
formación, servicios y apoyo generales a los menores con 
discapacidad y a sus familias.
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Artículo 13.1

Apartados 4 y 
5 (suprimidos)

Obligaciones de 
los ciudadanos y 
deber de reserva

1. Toda persona o autoridad y especialmente aquellos 
que por su profesión o función detecten una situación de 
maltrato, de riesgo o de posible desamparo de un menor, 
lo comunicarán a la autoridad o sus agentes más próximos, 
sin perjuicio de prestarle el auxilio inmediato que precise.

(…)

4. Toda persona que tuviera noticia, a través de cualquier 
fuente de información, de un hecho que pudiera constituir 
un delito contra la libertad e indemnidad sexual, de trata 
de seres humanos, o de explotación de menores, tendrá la 
obligación de ponerlo en conocimiento del Ministerio Fis-
cal sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación procesal 
penal.

5. Será requisito para el acceso y ejercicio a las profesio-
nes, oficios y actividades que impliquen contacto habitual 
con menores, el no haber sido condenado por sentencia 
firme por algún delito contra la libertad e indemnidad se-
xual, que incluye la agresión y abuso sexual, acoso sexual, 
exhibicionismo y provocación sexual, prostitución y explo-
tación sexual y corrupción de menores, así como por trata 
de seres humanos. A tal efecto, quien pretenda el acceso 
a tales profesiones, oficios o actividades deberá acreditar 
esta circunstancia mediante la aportación de una certifi-
cación negativa del Registro Central de delincuentes se-
xuales.

1. Toda persona o autoridad, especialmente aquellas que 
por su profesión, oficio o actividad detecten una situación 
de riesgo o posible desamparo de una persona menor de 
edad, lo comunicarán a la autoridad o sus agentes más 
próximos, sin perjuicio de prestarle el auxilio inmediato 
que precise.
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Artículo 14 bis

(introducido)

Actuaciones en 
casos de urgencia

Artículo 14 bis. Actuaciones en casos de urgencia.

1. Cuando la urgencia del caso lo requiera, sin perjuicio 
de la guarda provisional a la que se refiere el artículo an-
terior y el artículo 172.4 del Código Civil, la actuación de los 
servicios sociales será inmediata.

2. La atención en casos de urgencia a que se refiere este 
artículo no está sujeta a requisitos procedimentales ni de 
forma, y se entiende en todo caso sin perjuicio del deber 
de prestar a las personas menores de edad el auxilio inme-
diato que precisen.

Artículo 17. 1 
y 2.

Actuaciones en 
situaciones de 
riesgo

Indicadores de 
riesgo

1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, 
a causa de circunstancias, carencias o conflictos familia-
res, sociales o educativos, el menor se vea perjudicado en 
su desarrollo personal, familiar, social o educativo, en su 
bienestar o en sus derechos de forma que, sin alcanzar la 
entidad, intensidad o persistencia que fundamentarían su 
declaración de situación de desamparo y la asunción de la 
tutela por ministerio de la ley, sea precisa la intervención 
de la administración pública competente, para eliminar, re-
ducir o compensar las dificultades o inadaptación que le 
afectan y evitar su desamparo y exclusión social, sin tener 
que ser separado de su entorno familiar. A tales efectos, 
se considerará indicador de riesgo, entre otros, el tener un 
hermano declarado en tal situación salvo que las circuns-
tancias familiares hayan cambiado de forma evidente. La 
concurrencia de circunstancias o carencias materiales se 
considerará indicador de riesgo, pero nunca podrá desem-
bocar en la separación del entorno familiar.

1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, 
a causa de circunstancias, carencias o conflictos familia-
res, sociales o educativos, la persona menor de edad se 
vea perjudicada en su desarrollo personal, familiar, social o 
educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma que, 
sin alcanzar la entidad, intensidad o persistencia que fun-
damentarían su declaración de situación de desamparo y 
la asunción de la tutela por ministerio de la ley, sea precisa 
la intervención de la administración pública competente, 
para eliminar, reducir o compensar las dificultades o ina-
daptación que le afectan y evitar su desamparo y exclusión 
social, sin tener que ser separado de su entorno familiar.

2. Serán considerados como indicadores de riesgo, entre 
otros:

a) La falta de atención física o psíquica del niño, niña o 
adolescente por parte de los progenitores, o por las per-
sonas que ejerzan la tutela, guarda, o acogimiento, que 



Protección de la infancia y adolescencia frente a la violencia

17

Artículo Materia
Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 

Jurídica del Menor
(redacción anterior)

Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor 
 (nueva redacción)

2. En situación de riesgo de cualquier índole, la interven-
ción de la administración pública competente deberá ga-
rantizar, en todo caso, los derechos del menor y se orien-
tará a disminuir los indicadores de riesgo y dificultad que 
incidan en la situación personal, familiar y social en que 
se encuentra, y a promover medidas para su protección y 
preservación del entorno familiar.

comporte un perjuicio leve para la salud física o emocional 
del niño, niña o adolescente cuando se estime, por la natu-
raleza o por la repetición de los episodios, la posibilidad de 
su persistencia o el agravamiento de sus efectos.

b) La negligencia en el cuidado de las personas meno-
res de edad y la falta de seguimiento médico por parte de 
los progenitores, o por las personas que ejerzan la tutela, 
guarda o acogimiento.

c) La existencia de un hermano o hermana declarado en 
situación de riesgo o desamparo, salvo que las circunstan-
cias familiares hayan cambiado de forma evidente.

d) La utilización, por parte de los progenitores, o de quie-
nes ejerzan funciones de tutela, guarda o acogimiento, del 
castigo habitual y desproporcionado y de pautas de correc-
ción violentas que, sin constituir un episodio severo o un 
patrón crónico de violencia, perjudiquen su desarrollo.

e) La evolución negativa de los programas de interven-
ción seguidos con la familia y la obstrucción a su desarrollo 
o puesta en marcha.

f) Las prácticas discriminatorias, por parte de los respon-
sables parentales, contra los niños, niñas y adolescentes 
que conlleven un perjuicio para su bienestar y su salud 
mental y física, en particular:

1.º Las actitudes discriminatorias que por razón de gé-
nero, edad o discapacidad puedan aumentar las posibili-
dades de confinamiento en el hogar, la falta de acceso a la
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educación, las escasas oportunidades de ocio, la falta de 
acceso al arte y a la vida cultural, así como cualquier otra 
circunstancia que por razón de género, edad o discapaci-
dad, les impidan disfrutar de sus derechos en igualdad.

2.º La no aceptación de la orientación sexual, identidad 
de género o las características sexuales de la persona me-
nor de edad.

g) El riesgo de sufrir ablación, mutilación genital femeni-
na o cualquier otra forma de violencia en el caso de niñas y 
adolescentes basadas en el género, las promesas o acuer-
dos de matrimonio forzado.

h) La identificación de las madres como víctimas de trata.

i) Las niñas y adolescentes víctimas de violencia de gé-
nero en los términos establecidos en el artículo 1.1 de la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de 
protección integral contra la violencia de género.

j) Los ingresos múltiples de personas menores de edad 
en distintos hospitales con síntomas recurrentes, inexpli-
cables y/o que no se confirman diagnósticamente.

k) El consumo habitual de drogas tóxicas o bebidas alco-
hólicas por las personas menores de edad.

l) La exposición de la persona menor de edad a cualquier 
situación de violencia doméstica o de género.
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m) Cualquier otra circunstancia que implique violen-
cia sobre las personas menores de edad que, en caso de 
persistir, pueda evolucionar y derivar en el desamparo del 
niño, niña o adolescente.

Artículo 17 bis

(introducido)

Personas 
menores de 
catorce años en 
conflicto con la 
ley

Plan de 
seguimiento

Módulo formativo 
en igualdad de 
género

Artículo 17 bis. Personas menores de catorce años en con-
flicto con la ley.

Las personas a las que se refiere el artículo 3 de la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de responsabilidad penal 
de los menores serán incluidas en un plan de seguimiento 
que valore su situación socio-familiar diseñado y realizado 
por los servicios sociales competentes de cada comunidad 
autónoma.

Si el acto violento pudiera ser constitutivo de un delito 
contra la libertad o indemnidad sexual o de violencia de 
género, el plan de seguimiento deberá incluir un módulo 
formativo en igualdad de género.

Artículo 20.1 Acogimiento 
familiar

1. El acogimiento familiar, de acuerdo con su finalidad y 
con independencia del procedimiento en que se acuerde, 
revestirá las modalidades establecidas en el Código Civil 
y, en razón de la vinculación del menor con la familia aco-
gedora, podrá tener lugar en la propia familia extensa del 
menor o en familia ajena.

El acogimiento en familia ajena podrá ser especializado, 
entendiendo por tal el que se desarrolla en una familia 
en la que alguno de sus miembros dispone de cualifica-
ción, experiencia y formación específica para desempe-
ñar esta función respecto de menores con necesidades o 

1. Cuando no sea posible la permanencia en el entorno 
familiar de origen, el acogimiento familiar, de acuerdo con 
su finalidad y con independencia del procedimiento en que 
se acuerde, revestirá las modalidades establecidas en el 
Código Civil y, en razón de la vinculación del menor con la 
familia acogedora, podrá tener lugar, de acuerdo al interés 
superior del menor, en la propia familia extensa del menor 
o en familia ajena.

El acogimiento familiar podrá ser especializado, enten-
diendo por tal el que se desarrolla en una familia en la que 
alguna o algunas de las personas que integran la unidad
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circunstancias especiales con plena disponibilidad y perci-
biendo por ello la correspondiente compensación econó-
mica, sin suponer en ningún caso una relación laboral.

 
   El acogimiento especializado podrá ser profesionalizado 
cuando, reuniendo los requisitos anteriormente citados de 
cualificación, experiencia y formación específica, exista una 
relación laboral del acogedor o los acogedores con la En-
tidad Pública.

familiar dispone de cualificación, experiencia o formación 
específica para desempeñar esta función respecto de me-
nores con necesidades o circunstancias especiales, pu-
diendo percibir por ello una compensación.

El acogimiento especializado podrá ser de dedicación ex-
clusiva cuando así se determine por la Entidad Pública por 
razón de las necesidades y circunstancias especiales del 
menor en situación de ser acogido, percibiendo en tal caso 
la persona o personas designadas como acogedoras una 
compensación en atención a dicha dedicación.

Artículo 20 ter

(introducido)

Tramitación de 
las solicitudes 
de acogimiento 
transfronterizo 
de personas 
menores de edad

Ministerio de 
Justicia

 
 

Solicitudes de 
acogimiento

Artículo 20 ter. Tramitación de las solicitudes de acogi-
miento transfronterizo de personas menores de edad en 
España remitidas por un Estado miembro de la Unión Euro-
pea o por un Estado parte del Convenio de La Haya de 1996.

1. El Ministerio de Justicia, en su calidad de Autoridad 
Central Española, será la autoridad competente para reci-
bir las solicitudes de acogimiento transfronterizo de perso-
nas menores de edad procedentes de un Estado miembro 
de la Unión Europea o de un Estado parte del Convenio de 
La Haya de 1996. Dichas solicitudes deberán ser remitidas 
por la Autoridad Central del Estado requirente al objeto de 
obtener la preceptiva autorización de las autoridades es-
pañolas competentes con carácter previo a que se pueda 
producir el acogimiento.

2. Las solicitudes de acogimiento deberán realizarse por 
escrito y acompañarse de los documentos que la Autoridad 
Central española requiera para valorar la idoneidad de la
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Informe sobre la 
persona menor

Administración 
autonómica

 

Plazo

Traducción 
legalizada

medida en beneficio de la persona menor de edad y la ap-
titud del establecimiento o familia para llevar a cabo dicho 
acogimiento. En todo caso, además de la requerida por la 
normativa internacional aplicable, deberá aportarse un in-
forme sobre el niño, niña o adolescente, los motivos de su 
propuesta de acogimiento, la modalidad de acogimiento, 
la duración del mismo y cómo se prevé hacer seguimiento 
de la medida.

3. Recibida la solicitud de acogimiento transfronterizo, 
la Autoridad Central española comprobará que la solicitud 
reúne el contenido y los requisitos según lo previsto en el 
apartado anterior y la transmitirá a la Administración auto-
nómica competente para su aprobación.

4. La Administración autonómica competente, una vez 
evaluada la solicitud, remitirá su decisión a la Autoridad 
Central española que la hará llegar a la Autoridad Central 
del Estado requirente. Únicamente en caso de ser favora-
ble, las autoridades competentes de dicho Estado dicta-
rán una resolución que ordene el acogimiento en España, 
notificarán a todas las partes interesadas y solicitarán su 
reconocimiento y ejecución en España directamente ante 
el Juzgado o Tribunal español territorialmente competente.

5. El plazo máximo para la tramitación y respuesta de la 
solicitud será de tres meses.

6. Las solicitudes de acogimiento y sus documentos ad-
juntos deberán acompañarse de una traducción legalizada 
en español.
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Artículo 20 
quater

(introducido)

Motivos de 
denegación de 
las solicitudes 
de acogimiento 
transfronterizo

Artículo 20 quater. Motivos de denegación de las solicitu-
des de acogimiento transfronterizo de personas menores 
de edad en España.

1. La Autoridad Central española rechazará las solicitudes 
de acogimiento transfronterizo cuando:

a) El objeto o finalidad de la solicitud de acogimiento no 
garantice el interés superior de la persona menor de edad 
para lo cual se tendrá especialmente en cuenta la existen-
cia de vínculos con España.

b) La solicitud no reúna los requisitos exigidos para su 
tramitación. En este caso, se devolverá a la Autoridad Cen-
tral requirente indicando los motivos concretos de la devo-
lución con el fin de que pueda subsanarlos.

c) Se solicite el desplazamiento de una persona menor de 
edad incursa en un procedimiento penal o sancionador o 
que haya sido condenada o sancionada por la comisión de 
cualquier ilícito penal o administrativo.

d) No se haya respetado el derecho fundamental de la 
persona menor de edad a ser oída y escuchada, así como a 
mantener contactos con sus progenitores o representantes 
legales, salvo si ello es contrario a su superior interés.
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Artículo 20 
quinquies

(introducido)

Procedimiento 
para la 
transmisión de 
las solicitudes 
de acogimiento 
transfronterizo 
de personas 
menores de edad

Ley aplicable

Traducción

Artículo 20 quinquies. Del procedimiento para la trans-
misión de las solicitudes de acogimiento transfronterizo 
de personas menores de edad desde España a otro Estado 
miembro de la Unión Europea o a un Estado parte del Con-
venio de La Haya de 1996.

1. Las solicitudes de acogimiento transfronterizo que so-
liciten las Autoridades competentes en materia de protec-
ción de personas menores de edad se remitirán por escrito 
a la Autoridad Central española, que las transmitirá a las 
autoridades competentes del Estado miembro requerido 
para su tramitación.

2. La tramitación y aprobación de dichas solicitudes se re-
girá por el Derecho Nacional del Estado miembro requerido.

3. La Autoridad Central española remitirá la decisión del 
acogimiento requerido a la Autoridad solicitante.

4. Las solicitudes de acogimiento y los documentos ad-
juntos que se dirijan a una autoridad extranjera deberán 
acompañarse de una traducción a una lengua oficial del 
Estado requerido o aceptada por este.

Artículo 21 ter

(introducido)

Medidas para 
garantizar la 
convivencia y 
la seguridad en 
los centros de 
protección a 
la infancia y la 
adolescencia

Artículo 21 ter. Medidas para garantizar la convivencia y 
la seguridad en los centros de protección a la infancia y la 
adolescencia.

1. Las medidas adoptadas para garantizar la conviven-
cia y la seguridad en los centros de protección a la infan-
cia y la adolescencia, consistirán en medidas de carácter 



Protección de la infancia y adolescencia frente a la violencia

24

Artículo Materia
Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 

Jurídica del Menor
(redacción anterior)

Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor 
 (nueva redacción)

Contención 
mecánica

Medidas de 
desescalada

preventivo y de desescalada, pudiéndose también adoptar 
excepcionalmente y como último recurso, medidas de con-
tención física del menor.

Se prohíbe la contención mecánica, consistente en la su-
jeción de una persona menor de edad o a una cama arti-
culada o a un objeto fijo o anclado a las instalaciones o a 
objetos muebles.

2. Toda medida que se aplique en un centro de protección 
a la infancia y la adolescencia para garantizar la conviven-
cia y seguridad se regirá por los principios de legalidad, 
necesidad, individualización, proporcionalidad, idoneidad, 
graduación, transparencia y buen gobierno.

Asimismo, la ejecución de las medidas de contención se 
regirá por los principios rectores de excepcionalidad, míni-
ma intensidad posible y tiempo estrictamente necesario, y 
se llevarán a cabo con el respeto debido a la dignidad, a la 
privacidad y a los derechos de la persona menor de edad.

3. Las medidas de desescalada y de contención deberán 
aplicarse por personal especializado con formación en ma-
teria de derechos de la infancia y la adolescencia, así como 
en resolución de conflictos y técnicas de sujeción personal.

4. Las medidas de desescalada consistirán en todas aque-
llas técnicas verbales de gestión emocional conducentes a 
la reducción de la tensión u hostilidad del menor que se 
encuentre en estado de alteración y/o agitación con inmi-
nente y grave peligro para su vida e integridad o para la de 
otras personas.
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Medidas de 
contención

5. Las medidas de contención física podrán consistir en 
la interposición entre el menor y la persona u objeto que 
se encuentra en peligro, la restricción física de espacios o 
movimientos y, en última instancia, bajo un estricto proto-
colo, la inmovilización física del menor por personal espe-
cializado del centro.

Como medida excepcional y únicamente aplicable en 
centros de protección de menores con trastornos de con-
ducta, la medida de contención física podrá consistir en 
la sujeción de las muñecas del menor con equipos homo-
logados, que se aplicará con las garantías previstas en el 
artículo 28 de esta ley.

6. Las medidas de contención aplicadas en los centros 
de protección a la infancia y la adolescencia deberán ser 
comunicadas con carácter inmediato a la Entidad Pública y 
al Ministerio Fiscal. Asimismo, se anotarán en el Libro Re-
gistro de Incidencias, que será supervisado por parte de la 
dirección del centro y en el expediente individualizado del 
menor, que debe mantenerse actualizado.

La aplicación de medidas de contención requerirá, en to-
dos los casos en que se hiciera uso de la fuerza, la explo-
ración física del menor por facultativo médico en el plazo 
máximo de 48 horas, extendiéndose el correspondiente 
parte médico.

7. Las medidas de contención no podrán aplicarse a per-
sonas menores de catorce años, a las menores gestantes, 
a las menores hasta seis meses después de la terminación 
del embarazo, a las madres lactantes, a las personas que
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tengan hijos e hijas consigo, ni a quienes se encuentren 
convalecientes por enfermedad grave, salvo que de la ac-
tuación de aquellos pudiera derivarse un inminente y grave 
peligro para su vida e integridad o para la de otras personas.

Corresponde al Director del Centro o persona en la que 
este haya delegado, la adopción de decisiones sobre las 
medidas de contención física consistentes en la restricción 
de espacios y movimientos o la inmovilización del menor, 
que deberán ser motivadas y habrán de notificarse con ca-
rácter inmediato a la Entidad Pública y al Ministerio Fiscal.

Artículo 27 Medidas de 
seguridad

Artículo 27. Medidas de seguridad.

1. Las medidas de seguridad podrán consistir en la con-
tención mecánica o en la contención física del menor, en su 
aislamiento o en registros personales y materiales.

Estas medidas tendrán una finalidad educativa y deberán 
responder a los principios de excepcionalidad, necesidad, 
proporcionalidad, provisionalidad y prohibición del exceso, 
aplicándose con la mínima intensidad posible y por el tiempo 
estrictamente necesario, y se llevarán a cabo con el respeto 
debido a la dignidad, privacidad y a los derechos del menor.

2. Las medidas de seguridad deberán aplicarse por per-
sonal especializado y con formación en materia de protec-
ción de menores. Este personal sólo podrá usar medidas de 
seguridad con los menores como último recurso, en defen-
sa propia o en casos de intentos de fuga, resistencia física 
a una orden o riesgo directo de autolesión, de lesiones a 
otros o daños graves a la propiedad.

Artículo 27. Medidas de seguridad.

1. Las medidas de seguridad podrán consistir en la con-
tención del menor, en su aislamiento provisional o en re-
gistros personales y materiales. Las medidas de seguridad 
solo podrán utilizarse fracasadas las medidas preventivas y 
de desescalada, que tendrán carácter prioritario.

 

2. Las medidas de seguridad deberán aplicarse por perso-
nal especializado y con formación en materia de derechos 
de la infancia y la adolescencia, resolución de conflictos y 
técnicas de sujeción. Este personal solo podrá usar medi-
das de seguridad con los menores como último recurso, en 
casos de intentos de fuga, resistencia activa que suponga 
una alteración grave de la convivencia o una vulneración
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3. Corresponde al Director del Centro o persona en la que 
este haya delegado, la adopción de decisiones sobre las 
medidas de seguridad, que deberán ser motivadas y ha-
brán de notificarse con carácter inmediato a la Entidad 
Pública y al Ministerio Fiscal y podrán ser recurridas por 
el menor, el Ministerio Fiscal y la Entidad Pública, ante el 
órgano judicial que esté conociendo del ingreso, el cual re-
solverá tras recabar informe del centro y previa audiencia 
del menor y del Ministerio Fiscal.

4. Las medidas de seguridad aplicadas deberán registrar-
se en el Libro Registro de Incidencias, que será supervisado 
por parte de la dirección del centro.

grave a los derechos de otros menores o riesgo directo de 
autolesión, de lesiones a otros o daños graves a las insta-
laciones.

3. Corresponde al Director del Centro o persona en la que 
este haya delegado, la adopción de decisiones sobre las 
medidas de seguridad, que deberán ser motivadas y ha-
brán de notificarse con carácter inmediato a la Entidad 
Pública y al Ministerio Fiscal y podrán ser recurridas por 
el menor, el Ministerio Fiscal y la Entidad Pública, ante el 
órgano judicial que esté conociendo del ingreso, el cual re-
solverá tras recabar informe del centro y previa audiencia 
del menor y del Ministerio Fiscal.

4. Las medidas de seguridad aplicadas deberán registrar-
se en el Libro Registro de Incidencias, que será supervisado 
por parte de la dirección del centro.

Artículo 28 Medidas de 
contención

Contención física

Artículo 28. Medidas de contención.

1. Las medidas de contención podrán ser de tipo verbal y 
emocional, de tipo físico y de tipo mecánico, en atención a 
las circunstancias en presencia.

2. El personal de los centros únicamente podrá utilizar 
medidas de contención física o mecánica, previo intento de 
contención verbal y emocional, sin uso de la fuerza física, 
si la situación lo permite.

3. La contención física solo podrá consistir en la inter-
posición entre el menor y la persona o el objeto que se 
encuentra en peligro, la restricción física de espacios y 

Artículo 28. Medidas de contención.

1. Las medidas de contención se adoptarán en atención a 
las circunstancias en presencia y en la forma en que se es-
tablece en los apartados siguientes del presente artículo.

2. El personal de los centros únicamente podrá utilizar 
medidas de contención previo intento de restauración de 
la convivencia y de la seguridad a través de medidas de 
desescalada.

3. La contención física solo podrá consistir en la inter-
posición entre el menor y la persona o el objeto que se 
encuentra en peligro, la restricción física de espacios y 
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Contención 
mecánica

movimientos y, en última instancia, bajo un estricto proto-
colo, la inmovilización física.

 

4. La contención mecánica solo será admisible para evitar 
grave riesgo para la vida o la integridad física del menor o 
de terceros, y en el caso de que no sea posible reducir el 
nivel de estrés o de trastorno del menor por otros medios. 
Deberá realizarse con equipos homologados de contención 
mecánica, bajo un estricto protocolo.

movimientos y, en última instancia, bajo un estricto pro-
tocolo, la inmovilización física por personal especializado 
del centro.

En los centros de protección específicos de menores con 
problemas de conducta, será admisible únicamente y con 
carácter excepcional la sujeción de las muñecas del me-
nor con equipos homologados, siempre y cuando se realice 
bajo un estricto protocolo y no sea posible evitar por otros 
medios la puesta en grave riesgo de la vida o la integridad 
física del menor o de terceros. Esta medida excepcional 
solo podrá aplicarse por el tiempo mínimo imprescindible, 
que no podrá ser superior a una hora. Durante este tiempo, 
la persona menor de edad estará acompañada presencial-
mente y de forma continua, o supervisada de manera per-
manente, por un educador u otro profesional del equipo 
educativo o técnico del centro.

La aplicación de esta medida se comunicará de manera 
inmediata a la Entidad Pública, al Ministerio Fiscal y al ór-
gano judicial que esté conociendo del ingreso.

4. La contención mecánica está prohibida en los términos 
establecidos en el art. 21 ter de esta Ley.
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Artículo 29 Aislamiento del 
menor

Artículo 29. Aislamiento del menor.

1. El aislamiento de un menor mediante su permanencia 
en un espacio adecuado del que se impida su salida solo 
podrá utilizarse en prevención de actos violentos, autolesio-
nes, lesiones a otros menores residentes en el centro, al per-
sonal del mismo o a terceros, así como de daños graves a sus 
instalaciones. Se aplicará puntualmente en el momento en 
el que sea preciso y en ningún caso como medida discipli-
naria y se cumplirá preferentemente en la propia habitación 
del menor, y en caso de que esto no sea posible, se cumplirá 
en otro espacio de similar habitabilidad y dimensiones.

2. El aislamiento no podrá exceder de seis horas conse-
cutivas sin perjuicio del derecho al descanso del menor. 
Durante el periodo de tiempo en que el menor permanezca 
en aislamiento estará acompañado o supervisado por un 
educador.

Artículo 29. Aislamiento del menor.

1. El aislamiento provisional de un menor mediante su 
permanencia en un espacio adecuado del que se impida su 
salida solo podrá utilizarse en prevención de actos violen-
tos, autolesiones, lesiones a otros menores residentes en 
el centro, al personal del mismo o a terceros, así como de 
daños graves a sus instalaciones. Se aplicará puntualmen-
te en el momento en el que sea preciso y en ningún caso 
como medida disciplinaria.

2. El aislamiento no podrá exceder de tres horas consecuti-
vas sin perjuicio del derecho al descanso del menor. Durante 
el periodo de tiempo en que el menor permanezca en aisla-
miento estará acompañado presencialmente y de forma con-
tinua o supervisado de manera permanente por un educador 
u otro profesional del equipo educativo o técnico del centro.

Artículo 30 Registros 
personales y 
materiales

Artículo 30. Registros personales y materiales.

1. Los registros personales y materiales se llevarán a cabo 
con el respeto debido a la dignidad, privacidad y a los de-
rechos fundamentales de la persona.

Artículo 30. Registros personales y materiales.

1. Los registros personales y materiales se llevarán a cabo 
con el respeto debido a la dignidad, privacidad y a los de-
rechos fundamentales de la persona, con el fin de evitar si-
tuaciones de riesgo producidas por la introducción o salida 
del centro de objetos, instrumentos o sustancias que por sí 
mismos o por su uso inadecuado pueden resultar peligro-
sos o perjudiciales.

Se utilizarán preferentemente medios electrónicos.
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2. El registro personal y cacheo del menor se efectuará 
por el personal indispensable que requerirá al menos dos 
profesionales del centro del mismo sexo que el menor. 
Cuando implique alguna exposición corporal, se realizará 
en lugar adecuado, sin la presencia de otros menores y 
preservando en todo lo posible la intimidad del menor.

Se utilizarán preferentemente medios electrónicos.

3. El personal del centro podrá realizar el registro de las 
pertenencias del menor, pudiendo retirarle aquellos ob-
jetos que se encuentren en su posesión que pudieran ser 
de ilícita procedencia, resultar dañinos para sí, para otros 
o para las instalaciones del centro o que no estén autori-
zados para menores de edad. Los registros materiales se 
deberán comunicar previamente al menor siempre que no 
pudieran efectuarse en su presencia.

2. El registro personal y cacheo del menor se efectuará por 
el personal indispensable que requerirá, al menos dos pro-
fesionales del centro del mismo sexo que el menor. Cuando 
implique alguna exposición corporal esta será parcial, se 
realizará en lugar adecuado, sin la presencia de otros meno-
res y preservando en todo lo posible la intimidad del menor.

3. El personal del centro podrá realizar el registro de las 
pertenencias del menor, pudiendo retirarle aquellos ob-
jetos que se encuentren en su posesión que pudieran ser 
de ilícita procedencia, resultar dañinos para sí, para otros 
o para las instalaciones del centro o que no estén autori-
zados para menores de edad. Los registros materiales se 
deberán comunicar previamente al menor siempre que no 
pudieran efectuarse en su presencia.
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Artículo 18. 2, 
especialidad 
4.ª

Celebración de la 
comparecencia

Audiencia de 
la persona 
menor de edad 
o persona con 
discapacidad

Acta de la 
exploración

2. La comparecencia se sustanciará por los trámites pre-
vistos en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la vista del jui-
cio verbal con las siguientes especialidades:

(…)

4.ª Cuando el expediente afecte a los intereses de un me-
nor o persona con capacidad modificada judicialmente, se 
practicarán también en el mismo acto o, si no fuere posible, 
en los diez días siguientes, las diligencias relativas a dichos 
intereses que se acuerden de oficio o a instancia del Minis-
terio Fiscal.

El Juez o el Secretario judicial podrán acordar que la au-
diencia del menor o persona con capacidad modificada 
judicialmente se practique en acto separado, sin interfe-
rencias de otras personas, pudiendo asistir el Ministerio 
Fiscal. En todo caso se garantizará que puedan ser oídos en 
condiciones idóneas, en términos que les sean accesibles, 
comprensibles y adaptados a su edad, madurez y circuns-
tancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello 
fuera necesario.

Del resultado de la exploración se extenderá acta deta-
llada y, siempre que sea posible, será grabada en soporte 
audiovisual. Si ello tuviera lugar después de la compare-
cencia, se dará traslado del acta correspondiente a los in-
teresados para que puedan efectuar alegaciones en el pla-
zo de cinco días.

2. La comparecencia se sustanciará por los trámites pre-
vistos en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la vista del jui-
cio verbal con las siguientes especialidades:

(…)

4.ª Cuando el expediente afecte a los intereses de una 
persona menor de edad o persona con discapacidad, se 
practicarán también en el mismo acto o, si no fuere posi-
ble, en los diez días siguientes, las diligencias relativas a 
dichos intereses que se acuerden de oficio o a instancia del 
Ministerio Fiscal.

La autoridad judicial o el Letrado de la Administración 
de Justicia podrán acordar que la audiencia de la persona 
menor de edad o persona con discapacidad se practique 
en acto separado, sin interferencias de otras personas, de-
biendo asistir el Ministerio Fiscal. En todo caso, se garanti-
zará que puedan ser oídas en condiciones idóneas, en tér-
minos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados 
a su edad, madurez y circunstancias, recabando el auxilio 
de especialistas cuando ello fuera necesario.

Del resultado de la exploración se levantará en todo caso, 
acta por el Letrado de la Administración de Justicia, expre-
sando los datos objetivos del desarrollo de la audiencia, 
en la que reflejará las manifestaciones del niño, niña o 
adolescente imprescindibles por significativas, y por ello 
estrictamente relevantes, para la decisión del expediente, 
cuidando de preservar su intimidad. Si ello tuviera lugar 
después de la comparecencia, se dará traslado del acta co-
rrespondiente a las personas interesadas para que puedan 
efectuar alegaciones en el plazo de cinco días.
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Tanto el Ministerio Fiscal en su informe como la autoridad 
judicial en la resolución que ponga fin al procedimiento 
deberán valorar motivadamente la exploración practicada.

En lo no previsto en este precepto, se aplicará lo dispues-
to en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil 
y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
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Artículo 22. 
Circunstancia 
4.ª

Agravante 
por motivos 
discriminatorios

Edad

Identidad de 
género

Aporaforia 
Exclusión social

Son circunstancias agravantes:

(…)

4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u 
otra clase de discriminación referente a la ideología, re-
ligión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a 
la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad sexual, 
razones de género, la enfermedad que padezca o su disca-
pacidad.

Son circunstancias agravantes:

(…)

4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u 
otra clase de discriminación referente a la ideología, re-
ligión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a 
la que pertenezca, su sexo, edad, orientación o identidad 
sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de 
exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapa-
cidad, con independencia de que tales condiciones o cir-
cunstancias concurran efectivamente en la persona sobre 
la que recaiga la conducta.

Artículo 39, 
letra b)

Penas privativas 
de derechos

Inhabilitación 
especial para 
empleo o cargo 
público

Son penas privativas de derechos:

(…)

b) Las de inhabilitación especial para empleo o cargo pú-
blico, profesión, oficio, industria o comercio, u otras activida-
des determinadas en este Código, o de los derechos de patria 
potestad, tutela, guarda o curatela, tenencia de animales, de-
recho de sufragio pasivo o de cualquier otro derecho.

Son penas privativas de derechos:

(…)

b) Las de inhabilitación especial para empleo o cargo pú-
blico, profesión, oficio, industria o comercio, u otras activi-
dades, sean o no retribuidas, o de los derechos de patria 
potestad, tutela, guarda o curatela, tenencia de animales, 
derecho de sufragio pasivo o de cualquier otro derecho.

Artículo 45 Inhabilitación 
especial para la 
profesión

Restricción a 
determinadas 
actividades o 
funciones

Artículo 45.

La inhabilitación especial para profesión, oficio, industria 
o comercio o cualquier otro derecho, que ha de concretarse 
expresa y motivadamente en la sentencia, priva al penado 
de la facultad de ejercerlos durante el tiempo de la con-
dena.

Artículo 45.

La inhabilitación especial para profesión, oficio, indus-
tria o comercio u otras actividades, sean o no retribuidas, 
o cualquier otro derecho, que ha de concretarse expresa y 
motivadamente en la sentencia, priva a la persona penada 
de la facultad de ejercerlos durante el tiempo de la conde-
na. La autoridad judicial podrá restringir la inhabilitación
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a determinadas actividades o funciones de la profesión u 
oficio, retribuido o no, permitiendo, si ello fuera posible, el 
ejercicio de aquellas funciones no directamente relaciona-
das con el delito cometido.

Artículo 46 Inhabilitación 
especial para el 
ejercicio de la 
patria potestad

Artículo 46.

La inhabilitación especial para el ejercicio de la patria 
potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, priva al 
penado de los derechos inherentes a la primera, y supone 
la extinción de las demás, así como la incapacidad para ob-
tener nombramiento para dichos cargos durante el tiempo 
de la condena. La pena de privación de la patria potestad 
implica la pérdida de la titularidad de la misma, subsis-
tiendo los derechos de los que sea titular el hijo respecto 
del penado. El Juez o Tribunal podrá acordar estas penas 
respecto de todos o alguno de los menores o personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección que estén 
a cargo del penado, en atención a las circunstancias del 
caso.

 

A los efectos de este artículo, la patria potestad com-
prende tanto la regulada en el Código Civil, incluida la pro-
rrogada, como las instituciones análogas previstas en la 
legislación civil de las Comunidades Autónomas.

Artículo 46.

La inhabilitación especial para el ejercicio de la patria po-
testad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, priva a la per-
sona condenada de los derechos inherentes a la primera, y 
supone la extinción de las demás, así como la incapacidad 
para obtener nombramiento para dichos cargos durante el 
tiempo de la condena. La pena de privación de la patria po-
testad implica la pérdida de la titularidad de la misma, sub-
sistiendo aquellos derechos de los que sea titular el hijo o 
la hija respecto de la persona condenada que se determinen 
judicialmente. La autoridad judicial podrá acordar estas pe-
nas respecto de todas o algunas de las personas menores de 
edad o personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección que estén a cargo de la persona condenada.

Para concretar qué derechos de las personas menores de 
edad o personas con discapacidad han de subsistir en caso de 
privación de la patria potestad y para determinar respecto de 
qué personas se acuerda la pena, la autoridad judicial valorará 
el interés superior de la persona menor de edad o con disca-
pacidad, en relación a las circunstancias del caso concreto.

A los efectos de este artículo, la patria potestad compren-
de tanto la regulada en el Código Civil, incluida la prorroga-
da y la rehabilitada, como las instituciones análogas previs-
tas en la legislación civil de las comunidades autónomas.
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Artículo 
49, párrafo 
introductorio

Trabajos en 
beneficio de la 
comunidad

Resolución 
pacífica de 
conflictos 
Parentalidad 
positiva

Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán 
imponerse sin el consentimiento del penado, le obligan a 
prestar su cooperación no retribuida en determinadas ac-
tividades de utilidad pública, que podrán consistir, en re-
lación con delitos de similar naturaleza al cometido por el 
penado, en labores de reparación de los daños causados 
o de apoyo o asistencia a las víctimas, así como en la par-
ticipación del penado en talleres o programas formativos 
o de reeducación, laborales, culturales, de educación vial, 
sexual y otros similares. Su duración diaria no podrá exce-
der de ocho horas y sus condiciones serán las siguientes:

Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no po-
drán imponerse sin el consentimiento de la persona con-
denada, le obligan a prestar su cooperación no retribuida 
en determinadas actividades de utilidad pública, que po-
drán consistir, en relación con delitos de similar naturaleza 
al cometido por la persona condenada, en labores de repa-
ración de los daños causados o de apoyo o asistencia a las 
víctimas, así como en la participación de la persona conde-
nada en talleres o programas formativos de reeducación, 
laborales, culturales, de educación vial, sexual, resolución 
pacífica de conflictos, parentalidad positiva y otros simila-
res. Su duración diaria no podrá exceder de ocho horas y 
sus condiciones serán las siguientes:

Artículo 57. 1 Privación del 
derecho de 
residir o acudir 
a determinados 
lugares

Prohibición de 
aproximación a la 
víctima

1. Los jueces o tribunales, en los delitos de homicidio, 
aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la 
integridad moral, trata de seres humanos, contra la liber-
tad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la 
propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, 
el patrimonio y el orden socioeconómico, atendiendo a la 
gravedad de los hechos o al peligro que el delincuente re-
presente, podrán acordar en sus sentencias la imposición 
de una o varias de las prohibiciones contempladas en el 
artículo 48, por un tiempo que no excederá de diez años 
si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos grave.

No obstante lo anterior, si el condenado lo fuera a pena 
de prisión y el juez o tribunal acordara la imposición de 
una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por un tiem-
po superior entre uno y diez años al de la duración de la 
pena de prisión impuesta en la sentencia, si el delito fue-
ra grave, y entre uno y cinco años, si fuera menos grave. 

1. Las autoridades judiciales, en los delitos de homicidio, 
aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la 
integridad moral, trata de seres humanos, contra la libertad 
e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia 
imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el patri-
monio, el orden socioeconómico y las relaciones familiares, 
atendiendo a la gravedad de los hechos o al peligro que el 
delincuente represente, podrán acordar en sus sentencias la 
imposición de una o varias de las prohibiciones contempla-
das en el artículo 48, por un tiempo que no excederá de diez 
años si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos grave.

No obstante lo anterior, si la persona condenada lo fuera 
a pena de prisión y el Juez o Tribunal acordara la imposi-
ción de una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por 
un tiempo superior entre uno y diez años al de la duración 
de la pena de prisión impuesta en la sentencia, si el delito 
fuera grave, y entre uno y cinco años, si fuera menos grave. 
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En este supuesto, la pena de prisión y las prohibiciones an-
tes citadas se cumplirán necesariamente por el condenado 
de forma simultánea.

En este supuesto, la pena de prisión y las prohibiciones 
antes citadas se cumplirán necesariamente por la persona 
condenada de forma simultánea.

Artículo 83.1 
párr. 6.º

Suspensión de la 
ejecución de las 
penas

Obligación de 
participar en 
programas de 
formación

Resolución 
pacífica de 
conflictos

Parentalidad 
positiva

1. El juez o tribunal podrá condicionar la suspensión al 
cumplimiento de las siguientes prohibiciones y deberes 
cuando ello resulte necesario para evitar el peligro de comi-
sión de nuevos delitos, sin que puedan imponerse deberes 
y obligaciones que resulten excesivos y desproporcionados:

(…)

6.ª Participar en programas formativos, laborales, cultu-
rales, de educación vial, sexual, de defensa del medio am-
biente, de protección de los animales, de igualdad de trato 
y no discriminación, y otros similares.

1. El juez o tribunal podrá condicionar la suspensión al 
cumplimiento de las siguientes prohibiciones y deberes 
cuando ello resulte necesario para evitar el peligro de comi-
sión de nuevos delitos, sin que puedan imponerse deberes 
y obligaciones que resulten excesivos y desproporcionados:

(…)

6.ª Participar en programas formativos, laborales, cul-
turales, de educación vial, sexual, de defensa del medio 
ambiente, de protección de los animales, de igualdad de 
trato y no discriminación, resolución pacífica de conflictos, 
parentalidad positiva y otros similares.

Artículo 107 Medidas de 
seguridad

Inhabilitación 
para el ejercicio 
de determinado 
derecho o 
profesión

Artículo 107.

El Juez o Tribunal podrá decretar razonadamente la me-
dida de inhabilitación para el ejercicio de determinado de-
recho, profesión, oficio, industria o comercio, cargo o em-
pleo, por un tiempo de uno a cinco años, cuando el sujeto 
haya cometido con abuso de dicho ejercicio, o en relación 
con él, un hecho delictivo, y cuando de la valoración de las 
circunstancias concurrentes pueda deducirse el peligro de 
que vuelva a cometer el mismo delito u otros semejantes, 

Artículo 107.

La autoridad judicial podrá decretar razonadamente la 
medida de inhabilitación para el ejercicio de determina-
do derecho, profesión, oficio, industria o comercio, cargo 
o empleo u otras actividades, sean o no retribuidas, por 
un tiempo de uno a cinco años, cuando la persona haya 
cometido con abuso de dicho ejercicio, o en relación con 
él, un hecho delictivo, y cuando de la valoración de las cir-
cunstancias concurrentes pueda deducirse el peligro de 
que vuelva a cometer el mismo delito u otros semejantes, 
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siempre que no sea posible imponerle la pena correspon-
diente por encontrarse en alguna de las situaciones previs-
tas en los números 1.º, 2.º y 3.º del artículo 20.

siempre que no sea posible imponerle la pena correspon-
diente por encontrarse en alguna de las situaciones previs-
tas en los números 1.º, 2.º y 3.º del artículo 20.

Artículo 130.1 
párr. 5.º

Extinción de la 
responsabilidad 
penal

Perdón de la 
persona ofendida

Víctimas menores 
de edad o 
personas con 
discapacidad

Artículo 130.

1. La responsabilidad criminal se extingue:

(…)

5.º Por el perdón del ofendido, cuando se trate de delitos 
leves perseguibles a instancias del agraviado o la ley así lo 
prevea. El perdón habrá de ser otorgado de forma expresa 
antes de que se haya dictado sentencia, a cuyo efecto el 
juez o tribunal sentenciador deberá oír al ofendido por el 
delito antes de dictarla.

En los delitos contra menores o personas con discapaci-
dad necesitadas de especial protección, los jueces o tribu-
nales, oído el Ministerio Fiscal, podrán rechazar la eficacia 
del perdón otorgado por los representantes de aquéllos, 
ordenando la continuación del procedimiento, con inter-
vención del Ministerio Fiscal, o el cumplimiento de la con-
dena.

Para rechazar el perdón a que se refiere el párrafo ante-
rior, el juez o tribunal deberá oír nuevamente al represen-
tante del menor o persona con discapacidad necesitada de 
especial protección.

Artículo 130.

1. La responsabilidad criminal se extingue:

(…)

5.º Por el perdón de la persona ofendida, cuando se tra-
te de delitos leves perseguibles a instancias de la persona 
agraviada o la ley así lo prevea. El perdón habrá de ser otor-
gado de forma expresa antes de que se haya dictado senten-
cia, a cuyo efecto la autoridad judicial sentenciadora deberá 
oír a la persona ofendida por el delito antes de dictarla.

En los delitos cometidos contra personas menores de 
edad o personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección que afecten a bienes jurídicos eminentemente 
personales, el perdón de la persona ofendida no extingue 
la responsabilidad criminal.
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Artículo 132.1 Prescripción

 
Cómputo del 
plazo desde que 
la víctima cumpla 
treinta y cinco 
años de edad

1. Los términos previstos en el artículo precedente se 
computarán desde el día en que se haya cometido la infrac-
ción punible. En los casos de delito continuado, delito per-
manente, así como en las infracciones que exijan habituali-
dad, tales términos se computarán, respectivamente, desde 
el día en que se realizó la última infracción, desde que se 
eliminó la situación ilícita o desde que cesó la conducta.

En la tentativa de homicidio y en los delitos de aborto no 
consentido, lesiones, trata de seres humanos, contra la li-
bertad, de torturas y contra la integridad moral, la libertad 
e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia 
imagen y la inviolabilidad del domicilio, cuando la víctima 
fuere menor de edad, los términos se computarán desde 
el día en que ésta haya alcanzado la mayoría de edad, y 
si falleciere antes de alcanzarla, a partir de la fecha del 
fallecimiento.

1. Los términos previstos en el artículo precedente se 
computarán desde el día en que se haya cometido la infrac-
ción punible. En los casos de delito continuado, delito per-
manente, así como en las infracciones que exijan habituali-
dad, tales términos se computarán, respectivamente, desde 
el día en que se realizó la última infracción, desde que se 
eliminó la situación ilícita o desde que cesó la conducta.

En los delitos de aborto no consentido, lesiones, contra la 
libertad, de torturas y contra la integridad moral, contra la 
intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad 
del domicilio, y contra las relaciones familiares, excluidos 
los delitos contemplados en el párrafo siguiente, cuando 
la víctima fuere una persona menor de dieciocho años, los 
términos se computarán desde el día en que ésta haya al-
canzado la mayoría de edad, y si falleciere antes de alcan-
zarla, a partir de la fecha del fallecimiento.

En los delitos de tentativa de homicidio, de lesiones de 
los artículos 149 y 150, en el delito de maltrato habitual pre-
visto en el artículo 173.2, en los delitos contra la libertad, en 
los delitos contra la libertad e indemnidad sexual y en los 
delitos de trata de seres humanos, cuando la víctima fue-
re una persona menor de dieciocho años, los términos se 
computarán desde que la víctima cumpla los treinta y cinco 
años de edad, y si falleciere antes de alcanzar esa edad, a 
partir de la fecha del fallecimiento.
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Artículo 140 
bis

Homicidio

Libertad vigilada

Privación de la 
patria potestad

Artículo 140 bis.

A los condenados por la comisión de uno o más delitos 
comprendidos en este Título se les podrá imponer además 
una medida de libertad vigilada.

Artículo 140 bis.

1. A las personas condenadas por la comisión de uno o 
más delitos comprendidos en este título se les podrá impo-
ner además una medida de libertad vigilada.

2. Si la víctima y quien sea autor de los delitos previstos 
en los tres artículos precedentes tuvieran un hijo o hija en 
común, la autoridad judicial impondrá, respecto de este, la 
pena de privación de la patria potestad.

La misma pena se impondrá cuando la víctima fuere hijo 
o hija del autor, respecto de otros hijos e hijas, si existieren.

Artículo 143 
bis

(introducido)

Cooperación al 
suicidio

Distribución o 
difusión pública 
por medios 
tecnológicos o de 
comunicación

Artículo 143 bis.

La distribución o difusión pública a través de Internet, 
del teléfono o de cualquier otra tecnología de la informa-
ción o de la comunicación de contenidos específicamente 
destinados a promover, fomentar o incitar al suicidio de 
personas menores de edad o personas con discapacidad 
necesitadas de especial protección será castigada con la 
pena de prisión de uno a cuatro años.

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las 
medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los 
que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de 
los servicios que ofrezcan predominantemente dichos con-
tenidos o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen 
en el extranjero.
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Artículo 148. 
3.º

Delito de lesiones

Subtipo agravado

 
Víctima menor de 
catorce años

Artículo 148.

Las lesiones previstas en el apartado 1 del artículo ante-
rior podrán ser castigadas con la pena de prisión de dos a 
cinco años, atendiendo al resultado causado o riesgo pro-
ducido:

(…)

3.º Si la víctima fuere menor de doce años o persona con 
discapacidad necesitada de especial protección.

Artículo 148.

Las lesiones previstas en el apartado 1 del artículo ante-
rior podrán ser castigadas con la pena de prisión de dos a 
cinco años, atendiendo al resultado causado o riesgo pro-
ducido:

(…)

3.º Si la víctima fuere menor de catorce años o persona 
con discapacidad necesitada de especial protección.

Artículo 156 ter

(introducido 
en su actual 
contenido)

Promover la 
autolesión 
por medios 
tecnológicos o de 
comunicación

Artículo 156 ter.

La distribución o difusión pública a través de Internet, del 
teléfono o de cualquier otra tecnología de la información 
o de la comunicación de contenidos específicamente des-
tinados a promover, fomentar o incitar a la autolesión de 
personas menores de edad o personas con discapacidad 
necesitadas de especial protección será castigada con la 
pena de prisión de seis meses a tres años.

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las 
medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los 
que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de 
los servicios que ofrezcan predominantemente dichos con-
tenidos o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen 
en el extranjero.
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Artículo 156 ter

/

Artículo 156 
quáter

(introducido)

Lesiones

Medida de 
libertad vigilada

Artículo 156 ter.

A los condenados por la comisión de uno o más delitos 
comprendidos en este Título, cuando la víctima fuere al-
guna de las personas a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 173, se les podrá imponer además una medida de 
libertad vigilada.

Artículo 156 quater.

A las personas condenadas por la comisión de uno o más 
delitos comprendidos en este Título, cuando la víctima fue-
re alguna de las personas a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 173, se les podrá imponer además una medida de 
libertad vigilada.

Artículo 156 
quinquies

(introducido)

Inhabilitación 
especial para la 
profesión

Víctima persona 
menor de edad

Artículo 156 quinquies.

A las personas condenadas por la comisión de alguno de 
los delitos previstos en los artículos 147.1, 148, 149, 150 y 153 
en los que la víctima sea una persona menor de edad se les 
podrá imponer, además de las penas que procedan, la pena 
de inhabilitación especial para cualquier profesión, oficio u 
otras actividades, sean o no retribuidos, que conlleve con-
tacto regular y directo con personas menores de edad, por 
un tiempo superior entre tres y cinco años al de la dura-
ción de la pena de privación de libertad impuesta en la 
sentencia o por un tiempo de dos a cinco años cuando no 
se hubiere impuesto una pena de prisión, en ambos casos 
se atenderá proporcionalmente a la gravedad del delito, el 
número de los delitos cometidos y a las circunstancias que 
concurran en la persona condenada.

Artículo 177 
bis. 1

Trata de seres 
humanos

1. Será castigado con la pena de cinco a ocho años de 
prisión como reo de trata de seres humanos el que, sea en 
territorio español, sea desde España, en tránsito o con des-
tino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño, o 
abusando de una situación de superioridad o de necesidad

1. Será castigado con la pena de cinco a ocho años de 
prisión como reo de trata de seres humanos el que, sea en 
territorio español, sea desde España, en tránsito o con des-
tino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño, o 
abusando de una situación de superioridad o de necesidad
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Víctima persona 
menor de edad

o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, 
o mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios 
para lograr el consentimiento de la persona que poseyera 
el control sobre la víctima, la captare, transportare, trasla-
dare, acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o trans-
ferencia de control sobre esas personas, con cualquiera de 
las finalidades siguientes:

a) La imposición de trabajo o de servicios forzados, la es-
clavitud o prácticas similares a la esclavitud, a la servidum-
bre o a la mendicidad.

b) La explotación sexual, incluyendo la pornografía.

c) La explotación para realizar actividades delictivas.

d) La extracción de sus órganos corporales.

e) La celebración de matrimonios forzados.

Existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuan-
do la persona en cuestión no tiene otra alternativa, real o 
aceptable, que someterse al abuso.

o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, 
o mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios 
para lograr el consentimiento de la persona que poseyera 
el control sobre la víctima, la captare, transportare, trasla-
dare, acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o trans-
ferencia de control sobre esas personas, con cualquiera de 
las finalidades siguientes:

a) La imposición de trabajo o de servicios forzados, la es-
clavitud o prácticas similares a la esclavitud, a la servidum-
bre o a la mendicidad.

b) La explotación sexual, incluyendo la pornografía.

c) La explotación para realizar actividades delictivas.

d) La extracción de sus órganos corporales.

e) La celebración de matrimonios forzados.

Existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuan-
do la persona en cuestión no tiene otra alternativa, real o 
aceptable, que someterse al abuso.

Cuando la víctima de trata de seres humanos fuera una 
persona menor de edad se impondrá, en todo caso, la pena 
de inhabilitación especial para cualquier profesión, oficio 
o actividades, sean o no retribuidos, que conlleve contacto 
regular y directo con personas menores de edad, por un 
tiempo superior entre seis y veinte años al de la duración 
de la pena de privación de libertad impuesta.
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Artículo 180.1. 
Circunstancias 
3.ª y 4.ª

Agresiones 
sexuales

Especial 
vulnerabilidad de 
la víctima

Prevalimiento 
de parentesco o 
superioridad

Artículo 180.

1. Las anteriores conductas serán castigadas con las penas 
de prisión de cinco a diez años para las agresiones del ar-
tículo 178, y de doce a quince años para las del artículo 179, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

(…)

3. ª Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por 
razón de su edad, enfermedad, discapacidad o situación, 
salvo lo dispuesto en el artículo 183.

4. ª Cuando, para la ejecución del delito, el responsable 
se haya prevalido de una relación de superioridad o paren-
tesco, por ser ascendiente, descendiente o hermano, por 
naturaleza o adopción, o afines, con la víctima.

Artículo 180.

1. Las anteriores conductas serán castigadas con las penas 
de prisión de cinco a diez años para las agresiones del ar-
tículo 178, y de doce a quince años para las del artículo 179, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

(…)

3.ª Cuando los hechos se cometan contra una persona que 
se halle en una situación de especial vulnerabilidad por ra-
zón de su edad, enfermedad, discapacidad o por cualquier 
otra circunstancia, salvo lo dispuesto en el artículo 183.

4.ª Cuando, para la ejecución del delito, la persona res-
ponsable se hubiera prevalido de una situación de convi-
vencia o de una relación de superioridad o parentesco, por 
ser ascendiente, o hermano, por naturaleza o adopción, o 
afines, con la víctima.

Artículo 183.4 
letras a) y d)

Abusos y 
agresiones 
sexuales a 
menores de 
dieciséis años

Especial 
vulnerabilidad de 
la víctima

4. Las conductas previstas en los tres apartados ante-
riores serán castigadas con la pena de prisión correspon-
diente en su mitad superior cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Cuando el escaso desarrollo intelectual o físico de la 
víctima, o el hecho de tener un trastorno mental, la hubiera 
colocado en una situación de total indefensión y en todo 
caso, cuando sea menor de cuatro años.

(…)

4. Las conductas previstas en los tres apartados ante-
riores serán castigadas con la pena de prisión correspon-
diente en su mitad superior cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Cuando la víctima se halle en una situación de especial 
vulnerabilidad por razón de su edad, enfermedad, discapa-
cidad o por cualquier otra circunstancia, y, en todo caso, 
cuando sea menor de cuatro años.

(…)
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Prevalimiento 
de parentesco o 
superioridad

d) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable 
se haya prevalido de una relación de superioridad o pa-
rentesco, por ser ascendiente, o hermano, por naturaleza o 
adopción, o afines, con la víctima

d) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable 
se hubiera prevalido de una situación de convivencia o de 
una relación de superioridad o parentesco, por ser ascen-
diente, o hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con 
la víctima.

Artículo 183 
quáter

Abusos y 
agresiones 
sexuales a 
menores de 
dieciséis años

Consentimiento 
del menor

Artículo 183 quater.

El consentimiento libre del menor de dieciséis años ex-
cluirá la responsabilidad penal por los delitos previstos en 
este Capítulo, cuando el autor sea una persona próxima al 
menor por edad y grado de desarrollo o madurez.

Artículo 183 quater.

El consentimiento libre del menor de dieciséis años, ex-
cepto en los casos del artículo 183.2 del Código Penal, ex-
cluirá la responsabilidad penal por los delitos previstos en 
este capítulo cuando el autor sea una persona próxima al 
menor por edad y grado de desarrollo o madurez física y 
psicológica.

Artículo 188.3, 
letras a) y b)

Prostitución

Especial 
vulnerabilidad de 
la víctima

Prevalimiento por 
convivencia

3. Se impondrán las penas superiores en grado a las pre-
vistas en los apartados anteriores, en sus respectivos casos, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

(…)

a) Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por 
razón de su edad, enfermedad, discapacidad o situación.

 
   b) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se 
haya prevalido de una relación de superioridad o paren-
tesco, por ser ascendiente, descendiente o hermano, por 
naturaleza o adopción, o afines, con la víctima.

3. Se impondrán las penas superiores en grado a las pre-
vistas en los apartados anteriores, en sus respectivos casos, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

(…)

a) Cuando la víctima se halle en una situación de especial 
vulnerabilidad por razón de su edad, enfermedad, discapa-
cidad o por cualquier otra circunstancia.

b) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable 
se hubiera prevalido de una situación de convivencia o de 
una relación de superioridad o parentesco, por ser ascen-
diente, o hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con 
la víctima.
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Artículo 189. 
2, letras b), c) 
y g)

Pornografía 
infantil

Subtipo agravado

Empleo de 
violencia

Especial 
vulnerabilidad de 
la víctima

Artículo 189.

2. Serán castigados con la pena de prisión de cinco a nue-
ve años los que realicen los actos previstos en el apartado 
1 de este artículo cuando concurra alguna de las circuns-
tancias siguientes:

(…)

b) Cuando los hechos revistan un carácter particularmen-
te degradante o vejatorio.

c) Cuando el material pornográfico represente a meno-
res o a personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección que sean víctimas de violencia física o sexual.

(…)

 
   g) Cuando el responsable sea ascendiente, tutor, curador, 
guardador, maestro o cualquier otra persona encargada, 
de hecho, aunque fuera provisionalmente, o de derecho, 
del menor o persona con discapacidad necesitada de es-
pecial protección, o se trate de cualquier otro miembro de 
su familia que conviva con él o de otra persona que haya 
actuado abusando de su posición reconocida de confianza 
o autoridad.

Artículo 189.

2. Serán castigados con la pena de prisión de cinco a nue-
ve años los que realicen los actos previstos en el apartado 
1 de este artículo cuando concurra alguna de las circuns-
tancias siguientes:

(…)

b) Cuando los hechos revistan un carácter particular-
mente degradante o vejatorio, se emplee violencia física 
o sexual para la obtención del material pornográfico o se 
representen escenas de violencia física o sexual.

c) Cuando se utilice a personas menores de edad que se 
hallen en una situación de especial vulnerabilidad por ra-
zón de enfermedad, discapacidad o por cualquier otra cir-
cunstancia.

(…)

g) Cuando el responsable sea ascendiente, tutor, curador, 
guardador, maestro o cualquier otra persona encargada, 
de hecho, aunque fuera provisionalmente, o de derecho, 
de la persona menor de edad o persona con discapacidad 
necesitada de especial protección, o se trate de cualquier 
persona que conviva con él o de otra persona que haya 
actuado abusando de su posición reconocida de confianza 
o autoridad.
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Artículo 189 
bis

(introducido 
en su actual 
contenido)

Difusión de 
pornografía 
infantil por 
medios 
tecnológicos o de 
comunicación

Artículo 189 bis.

La distribución o difusión pública a través de Internet, del 
teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o 
de la comunicación de contenidos específicamente desti-
nados a promover, fomentar o incitar a la comisión de los 
delitos previstos en este capítulo y en los capítulos II bis y 
IV del presente título será castigada con la pena de multa 
de seis a doce meses o pena de prisión de uno a tres años.

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las 
medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los 
que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de 
los servicios que ofrezcan predominantemente dichos con-
tenidos o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen 
en el extranjero.

Artículo 189 
bis.

/

Artículo 189 
ter

(introducido)

Prostitución y a 
la explotación 
sexual y 
corrupción de 
menores por 
persona jurídica

Artículo 189 bis.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis 
una persona jurídica sea responsable de los delitos compren-
didos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si 
el delito cometido por la persona física tiene prevista una 
pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, 
si el delito cometido por la persona física tiene prevista 
una pena de prisión de más de dos años no incluida en el 
anterior inciso.

Artículo 189 ter.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis 
una persona jurídica sea responsable de los delitos compren-
didos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si 
el delito cometido por la persona física tiene prevista una 
pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, 
si el delito cometido por la persona física tiene prevista 
una pena de prisión de más de dos años no incluida en el 
anterior inciso.
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c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el 
resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los 
jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas re-
cogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el 
resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, las 
autoridades judiciales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Artículo 192.3 Agresiones, acoso 
o abusos sexuales

Privación de la 
patria potestad 
o la pena de 
inhabilitación 
especial

3. El juez o tribunal podrá imponer razonadamente, ade-
más, la pena de privación de la patria potestad o la pena 
de inhabilitación especial para el ejercicio de los derechos 
de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimien-
to, por el tiempo de seis meses a seis años, y la pena de 
inhabilitación para empleo o cargo público o ejercicio de la 
profesión u oficio, por el tiempo de seis meses a seis años. 
A los responsables de la comisión de alguno de los delitos 
de los Capítulos II bis o V se les impondrá, en todo caso, y 
sin perjuicio de las penas que correspondan con arreglo a 
los artículos precedentes, una pena de inhabilitación es-
pecial para cualquier profesión u oficio, sea o no retribui-
do que conlleve contacto regular y directo con menores de 
edad por un tiempo superior entre tres y cinco años al de 
la duración de la pena de privación de libertad impuesta 
en su caso en la sentencia, o por un tiempo de dos a diez 
años cuando no se hubiera impuesto una pena de prisión 
atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el 
número de los delitos cometidos y a las circunstancias que 
concurran en el condenado

3. La autoridad judicial podrá imponer razonadamen-
te, además, la pena de privación de la patria potestad o 
la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de los 
derechos de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o 
acogimiento, por el tiempo de seis meses a seis años, y la 
pena de inhabilitación para empleo o cargo público o ejer-
cicio de la profesión u oficio, retribuido o no, por el tiempo 
de seis meses a seis años.

La autoridad judicial impondrá a las personas respon-
sables de los delitos comprendidos en el presente título, 
sin perjuicio de las penas que correspondan con arreglo a 
los artículos precedentes, una pena de inhabilitación espe-
cial para cualquier profesión, oficio o actividades, sean o 
no retribuidos, que conlleve contacto regular y directo con 
personas menores de edad, por un tiempo superior entre 
cinco y veinte años al de la duración de la pena de priva-
ción de libertad impuesta en la sentencia si el delito fuera 
grave, y entre dos y veinte años si fuera menos grave, en 
ambos casos se atenderá proporcionalmente a la gravedad 
del delito, el número de los delitos cometidos y a las cir-
cunstancias que concurran en la persona condenada.
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Artículo 201 Descubrimiento 
y revelación de 
secretos

Víctima persona 
menor de edad o 
con discapacidad

1. Para proceder por los delitos previstos en este capítulo 
será necesaria denuncia de la persona agraviada o de su 
representante legal. Cuando aquélla sea menor de edad, 
persona con discapacidad necesitada de especial protec-
ción o una persona desvalida, también podrá denunciar el 
Ministerio Fiscal.

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado an-
terior para proceder por los hechos descritos en el artículo 
198 de este Código, ni cuando la comisión del delito afecte 
a los intereses generales o a una pluralidad de personas.

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en 
su caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo dis-
puesto en el segundo párrafo del número 5º del apartado 
1 del artículo 130.

1. Para proceder por los delitos previstos en este Capítulo 
será necesaria denuncia de la persona agraviada o de su 
representante legal.

 

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado an-
terior para proceder por los hechos descritos en el artículo 
198 de este Código, ni cuando la comisión del delito afecte 
a los intereses generales, a una pluralidad de personas o 
si la víctima es una persona menor de edad o una persona 
con discapacidad necesitada de especial protección.

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en 
su caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo 130.1.5.º, párrafo segundo.

Artículo 215.3 Injurias y 
calumnias

Perdón de la 
persona ofendida

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en 
su caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo dis-
puesto en el segundo párrafo del número 5º del apartado 1 
del artículo 130 de este Código.

El perdón de la persona ofendida extingue la acción pe-
nal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 130.1.5.º, pá-
rrafo segundo de este Código.

Artículo 220.2 Alteración de la 
paternidad

2. La misma pena se impondrá al que ocultare o entre-
gare a terceros un hijo para alterar o modificar su filiación

2. La misma pena se impondrá a quien ocultare o entre-
gare a terceros una persona menor de dieciocho años para 
alterar o modificar su filiación.

Artículo 225 
bis.2

Sustracción de 
menores

2. A los efectos de este artículo, se considera sustracción: 2. A los efectos de este artículo, se considera sustracción:
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1.º El traslado de un menor de su lugar de residencia sin 
consentimiento del progenitor con quien conviva habitual-
mente o de las personas o instituciones a las cuales estu-
viese confiada su guarda o custodia.

2.º La retención de un menor incumpliendo gravemente 
el deber establecido por resolución judicial o administra-
tiva.

1.º El traslado de una persona menor de edad de su lugar 
de residencia habitual sin consentimiento del otro proge-
nitor o de las personas o instituciones a las cuales estuvie-
se confiada su guarda o custodia.

2.º La retención de una persona menor de edad incum-
pliendo gravemente el deber establecido por resolución 
judicial o administrativa.

Artículo 267, 
párr. 3.º

Daños por 
imprudencia 
grave

Perdón de la 
persona ofendida

Los daños causados por imprudencia grave en cuantía 
superior a 80.000 euros, serán castigados con la pena de 
multa de tres a nueve meses, atendiendo a la importancia 
de los mismos.

Las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán 
perseguibles previa denuncia de la persona agraviada o de 
su representante legal. El Ministerio Fiscal también podrá 
denunciar cuando aquélla sea menor de edad, persona con 
discapacidad necesitada de especial protección o una per-
sona desvalida.

En estos casos, el perdón del ofendido o de su represen-
tante legal, en su caso, extingue la acción penal sin perjui-
cio de lo dispuesto en el segundo párrafo del número 5º 
del apartado 1 del artículo 130 de este Código.

Los daños causados por imprudencia grave en cuantía 
superior a 80.000 euros, serán castigados con la pena de 
multa de tres a nueve meses, atendiendo a la importancia 
de los mismos.

Las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán 
perseguibles previa denuncia de la persona agraviada o de 
su representante legal. El Ministerio Fiscal también podrá 
denunciar cuando aquélla sea menor de edad, persona con 
discapacidad necesitada de especial protección o una per-
sona desvalida.

En estos casos, el perdón de la persona ofendida extin-
gue la acción penal.

Artículo 314 Discriminación 
laboral

Artículo 314.

Los que produzcan una grave discriminación en el em-
pleo, público o privado, contra alguna persona por razón 
de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a una 
etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación

Artículo 314.

Quienes produzcan una grave discriminación en el em-
pleo, público o privado, contra alguna persona por razón de 
su ideología, religión o creencias, su situación familiar, su 
pertenencia a una etnia, raza o nación, su origen nacional, 
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familiar, enfermedad o discapacidad, por ostentar la repre-
sentación legal o sindical de los trabajadores, por el paren-
tesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso de 
alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado español, 
y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras 
requerimiento o sanción administrativa, reparando los da-
ños económicos que se hayan derivado, serán castigados 
con la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de 
12 a 24 meses.

su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de género, 
razones de género, de aporofobia o de exclusión social, la 
enfermedad que padezca o su discapacidad, por ostentar 
la representación legal o sindical de los trabajadores, por 
el parentesco con otros trabajadores de la empresa o por 
el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado 
español, y no restablezcan la situación de igualdad ante la 
ley tras requerimiento o sanción administrativa, reparando 
los daños económicos que se hayan derivado, serán casti-
gados con la pena de prisión de seis meses a dos años o 
multa de doce a veinticuatro meses.

Artículo 361 bis

(introducido)

Delito contra la 
salud pública

Promover 
trastornos 
alimenticios 
por medios 
tecnológicos o 
de comunicación 
en personas 
menores de 
edad o con 
discapacidad

Suprimido por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por 
la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviem-
bre, del Código Penal.

Artículo 361 bis.

La distribución o difusión pública a través de Internet, 
del teléfono o de cualquier otra tecnología de la informa-
ción o de la comunicación de contenidos específicamente 
destinados a promover o facilitar, entre personas menores 
de edad o personas con discapacidad necesitadas de es-
pecial protección, el consumo de productos, preparados o 
sustancias o la utilización de técnicas de ingestión o elimi-
nación de productos alimenticios cuyo uso sea susceptible 
de generar riesgo para la salud de las personas será casti-
gado con la pena de multa de seis a doce meses o pena de 
prisión de uno a tres años.

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las me-
didas necesarias para la retirada de los contenidos a los que se 
refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios 
que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para 
el bloqueo de unos y otros cuando radiquen en el extranjero.
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Artículo 511 Denegación 
discriminatoria 
de prestación 
por encargado 
público

Nación

Edad

Identidad de 
género

Aporaforia

Exclusión social

Artículo 511.

1. Incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos 
años y multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público por tiempo de uno 
a tres años el particular encargado de un servicio público 
que deniegue a una persona una prestación a la que tenga 
derecho por razón de su ideología, religión o creencias, su 
pertenencia a una etnia o raza, su origen nacional, su sexo, 
orientación sexual, situación familiar, por razones de géne-
ro, enfermedad o discapacidad.

2. Las mismas penas serán aplicables cuando los hechos 
se cometan contra una asociación, fundación, sociedad o 
corporación o contra sus miembros por razón de su ideolo-
gía, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros o 
de alguno de ellos a una etnia o raza, su origen nacional, su 
sexo, orientación sexual, situación familiar, por razones de 
género, enfermedad o discapacidad.

3. Los funcionarios públicos que cometan alguno de los 
hechos previstos en este artículo, incurrirán en las mismas 
penas en su mitad superior y en la de inhabilitación es-
pecial para empleo o cargo público por tiempo de dos a 
cuatro años.

4. En todos los casos se impondrá además la pena de 
inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, 

Artículo 511.

1. Incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos 
años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público por tiempo de uno 
a tres años el particular encargado de un servicio público 
que deniegue a una persona una prestación a la que tenga 
derecho por razón de su ideología, religión o creencias, su 
situación familiar, pertenencia a una etnia, raza o nación, 
su origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad 
sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de 
exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapa-
cidad.

2. Las mismas penas serán aplicables cuando los hechos 
se cometan contra una asociación, fundación, sociedad o 
corporación o contra sus miembros por razón de su ideolo-
gía, religión o creencias, su situación familiar, la pertenen-
cia de sus miembros o de alguno de ellos a una etnia, raza 
o nación, su origen nacional, su sexo, edad, orientación o 
identidad sexual o de género, razones de género, de apo-
rofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca 
o su discapacidad.

3. Los funcionarios públicos que cometan alguno de los 
hechos previstos en este artículo, incurrirán en las mismas 
penas en su mitad superior y en la de inhabilitación es-
pecial para empleo o cargo público por tiempo de dos a 
cuatro años.

4. En todos los casos se impondrá además la pena de 
inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, 
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en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un 
tiempo superior entre uno y tres años al de la duración de 
la pena de privación de libertad impuesta en su caso en 
la sentencia, atendiendo proporcionalmente a la gravedad 
del delito y a las circunstancias que concurran en el delin-
cuente.

en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un 
tiempo superior entre uno y tres años al de la duración 
de la pena impuesta si esta fuera de privación de libertad, 
cuando la pena impuesta fuera de multa, la pena de inha-
bilitación especial tendrá una duración de uno a tres años. 
En todo caso se atenderá proporcionalmente a la gravedad 
del delito y a las circunstancias que concurran en el delin-
cuente.

Artículo 512 Denegación de 
prestaciones por 
profesionales o 
empresas

Origen nacional

Edad

Identidad de 
género

Aporaforia

Exclusión social

Artículo 512.

Los que en el ejercicio de sus actividades profesionales 
o empresariales denegaren a una persona una prestación 
a la que tenga derecho por razón de su ideología, religión 
o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su 
sexo, orientación sexual, situación familiar, por razones de 
género, enfermedad o discapacidad, incurrirán en la pena 
de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, 
oficio, industria o comercio e inhabilitación especial para 
profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, depor-
tivo y de tiempo libre por un periodo de uno a cuatro años.

Artículo 512.

Quienes en el ejercicio de sus actividades profesionales 
o empresariales denegaren a una persona una prestación a 
la que tenga derecho por razón de su ideología, religión o 
creencias, su situación familiar, su pertenencia a una etnia, 
raza o nación, su origen nacional, su sexo, edad, orientación 
o identidad sexual o de género, razones de género, de apo-
rofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca 
o su discapacidad, incurrirán en la pena de inhabilitación 
especial para el ejercicio de profesión, oficio, industria o 
comercio e inhabilitación especial para profesión u oficio 
educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo 
libre por un periodo de uno a cuatro años.

Artículo 515. 
4.º

Asociaciones 
ilícitas

Origen nacional

Edad

Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal con-
sideración:

(…)

4.º Las que fomenten, promuevan o inciten directa o in-
directamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia

Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal con-
sideración:

(…)

4.º Las que fomenten, promuevan o inciten directa o in-
directamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia
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Identidad de 
género

Razones de 
género

Aporaforia

Exclusión social

contra personas, grupos o asociaciones por razón de su 
ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miem-
bros o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, su 
sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o 
discapacidad.

contra personas, grupos o asociaciones por razón de su 
ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miem-
bros o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, su ori-
gen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad sexual 
o de género, razones de género, de aporofobia o de exclu-
sión social, situación familiar, enfermedad o discapacidad.



Protección de la infancia y adolescencia frente a la violencia

54

Artículo Materia Ley de Enjuiciamiento Criminal
 (redacción anterior)

Ley de Enjuiciamiento Criminal
(nueva redacción)

Artículo 109 
bis.1, párr. 1.º

Acción penal 
por víctimas del 
delito

Artículo 109 bis.

1. Las víctimas del delito que no hubieran renunciado a 
su derecho podrán ejercer la acción penal en cualquier mo-
mento antes del trámite de calificación del delito, si bien 
ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya 
practicadas antes de su personación.

Artículo 109 bis.

1. Las víctimas del delito que no hubieran renunciado a 
su derecho podrán ejercer la acción penal en cualquier mo-
mento antes del trámite de calificación del delito, si bien 
ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya 
practicadas antes de su personación. Si se personasen una 
vez transcurrido el término para formular escrito de acusa-
ción podrán ejercitar la acción penal hasta el inicio del juicio 
oral adhiriéndose al escrito de acusación formulado por el 
Ministerio Fiscal o del resto de las acusaciones personadas.

Artículo 110 Personación de 
perjudicados

Artículo 110.

Los perjudicados por un delito o falta que no hubieren 
renunciado a su derecho podrán mostrarse parte en la cau-
sa si lo hicieran antes del trámite de calificación del deli-
to y ejercitar las acciones civiles que procedan, según les 
conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las 
actuaciones.

Aun cuando los perjudicados no se muestren parte en la 
causa, no por esto se entiende que renuncian al derecho 
de restitución, reparación o indemnización que a su favor 
puede acordarse en sentencia firme, siendo necesario que 
la renuncia de este derecho se haga en su caso de una ma-
nera clara y terminante.

Artículo 110.

Las personas perjudicadas por un delito que no hubie-
ren renunciado a su derecho podrán mostrarse parte en la 
causa si lo hicieran antes del trámite de calificación del de-
lito y ejercitar las acciones civiles que procedan, según les 
conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las 
actuaciones. Si se personasen una vez transcurrido el tér-
mino para formular escrito de acusación podrán ejercitar 
la acción penal hasta el inicio del juicio oral adhiriéndose 
al escrito de acusación formulado por el Ministerio Fiscal o 
del resto de las acusaciones personadas.

Aun cuando las personas perjudicadas no se muestren 
parte en la causa, no por esto se entiende que renuncian 
al derecho de restitución, reparación o indemnización que 
a su favor puede acordarse en sentencia firme, siendo ne-
cesario que la renuncia de este derecho se haga en su caso 
de una manera clara y terminante.
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Artículo 261 Dispensa de la 
obligación de 
denunciar

Artículo 261.

Tampoco estarán obligados a denunciar:

1.º El cónyuge del delincuente no separado legalmente o 
de hecho o la persona que conviva con él en análoga rela-
ción de afectividad.

2.º Los ascendientes y descendientes del delincuente y 
sus parientes colaterales hasta el segundo grado inclusive.

Artículo 261.

Tampoco estarán obligados a denunciar:

1.º Quien sea cónyuge del delincuente no separado le-
galmente o de hecho o la persona que conviva con él en 
análoga relación de afectividad.

2.º Quienes sean ascendientes y descendientes del delin-
cuente y sus parientes colaterales hasta el segundo grado 
inclusive.

Esta disposición no será aplicable cuando se trate de un de-
lito contra la vida, de un delito de homicidio, de un delito de 
lesiones de los artículos 149 y 150 del Código Penal, de un de-
lito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2 del Códi-
go Penal, de un delito contra la libertad o contra la libertad e 
indemnidad sexual o de un delito de trata de seres humanos 
y la víctima del delito sea una persona menor de edad o una 
persona con discapacidad necesitada de especial protección.

Artículo 416, 
apdo. 1.º

Prueba de 
testigos

Dispensa de 
la obligación 
de declarar 
por razón de 
parentesco

Están dispensados de la obligación de declarar:

1. Los parientes del procesado en líneas directa ascen-
dente y descendente, su cónyuge o persona unida por re-
lación de hecho análoga a la matrimonial, sus hermanos 
consanguíneos o uterinos y los colaterales consanguíneos 
hasta el segundo grado civil, así como los parientes a que 
se refiere el número 3 del artículo 261.

El Juez instructor advertirá al testigo que se halle com-
prendido en el párrafo anterior que no tiene obligación de 
declarar en contra del procesado; pero que puede hacer

Están dispensados de la obligación de declarar:

1. Los parientes del procesado en líneas directa ascen-
dente y descendente, su cónyuge o persona unida por re-
lación de hecho análoga a la matrimonial, sus hermanos 
consanguíneos o uterinos y los colaterales consanguíneos 
hasta el segundo grado civil. El Juez instructor advertirá al 
testigo que se halle comprendido en el párrafo anterior que 
no tiene obligación de declarar en contra del procesado; 
pero que puede hacer las manifestaciones que considere 
oportunas, y el Letrado de la Administración de Justicia 
consignará la contestación que diere a esta advertencia.



Protección de la infancia y adolescencia frente a la violencia

56

Artículo Materia Ley de Enjuiciamiento Criminal
 (redacción anterior)

Ley de Enjuiciamiento Criminal
(nueva redacción)

las manifestaciones que considere oportunas, y el Secre-
tario judicial consignará la contestación que diere a esta 
advertencia.

Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplica-
ción en los siguientes casos:

1.º Cuando el testigo tenga atribuida la representación 
legal o guarda de hecho de la víctima menor de edad o con 
discapacidad necesitada de especial protección.

2.º Cuando se trate de un delito grave, el testigo sea ma-
yor de edad y la víctima sea una persona menor de edad o 
una persona con discapacidad necesitada de especial pro-
tección.

3.º Cuando por razón de su edad o discapacidad el tes-
tigo no pueda comprender el sentido de la dispensa. A tal 
efecto, el Juez oirá previamente a la persona afectada, pu-
diendo recabar el auxilio de peritos para resolver.

4.º Cuando el testigo esté o haya estado personado en el 
procedimiento como acusación particular.

5.º Cuando el testigo haya aceptado declarar durante el 
procedimiento después de haber sido debidamente infor-
mado de su derecho a no hacerlo.

Artículo 433, 
párr. 4.º

(suprimido)

Declaraciones de 
testigos menores 
de edad mediante 
expertos y 
Ministerio Fiscal

En el caso de los testigos menores de edad o personas 
con la capacidad judicialmente modificada, el Juez de Ins-
trucción podrá acordar, cuando a la vista de la falta de ma-
durez de la víctima resulte necesario para evitar causarles 
graves perjuicios, que se les tome declaración mediante 
la intervención de expertos y con intervención del Minis-
terio Fiscal. Con esta finalidad, podrá acordarse también 
que las preguntas se trasladen a la víctima directamente 
por los expertos o, incluso, excluir o limitar la presencia
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de las partes en el lugar de la exploración de la víctima. En 
estos casos, el Juez dispondrá lo necesario para facilitar a 
las partes la posibilidad de trasladar preguntas o de pedir 
aclaraciones a la víctima, siempre que ello resulte posible.

Artículo 448, 
párr. 3.º

(suprimido)

Declaración de 
testigos menores 
de edad sin 
confrontación 
visual

La declaración de los testigos menores de edad y de las 
personas con capacidad judicialmente modificada podrá 
llevarse a cabo evitando la confrontación visual de los mis-
mos con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio 
técnico que haga posible la práctica de esta prueba.

Artículo 449 
bis

(introducido)

Práctica de la 
declaración 
del testigo 
como prueba 
preconstituida

Artículo 449 bis.

Cuando, en los casos legalmente previstos, la autoridad 
judicial acuerde la práctica de la declaración del testigo 
como prueba preconstituida, la misma deberá desarrollar-
se de conformidad con los requisitos establecidos en este 
artículo.

La autoridad judicial garantizará el principio de contra-
dicción en la práctica de la declaración. La ausencia de la 
persona investigada debidamente citada no impedirá la 
práctica de la prueba preconstituida, si bien su defensa 
letrada, en todo caso, deberá estar presente. En caso de 
incomparecencia injustificada del defensor de la persona 
investigada o cuando haya razones de urgencia para proce-
der inmediatamente, el acto se sustanciará con el abogado 
de oficio expresamente designado al efecto.

La autoridad judicial asegurará la documentación de la 
declaración en soporte apto para la grabación del sonido 
y la imagen, debiendo el Letrado de la Administración de 
Justicia, de forma inmediata, comprobar la calidad de la
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grabación audiovisual. Se acompañará acta sucinta auto-
rizada por el Letrado de la Administración de Justicia, que 
contendrá la identificación y firma de todas las personas 
intervinientes en la prueba preconstituida.

Para la valoración de la prueba preconstituida obtenida 
conforme a lo previsto en los párrafos anteriores, se estará 
a lo dispuesto en el artículo 730.2.

Artículo 449 
ter

(introducido)

Audiencia 
del menor 
como prueba 
preconstituida

 

Audiencia del 
menor de catorce 
años a través 
de equipos 
psicosociales

Artículo 449 ter.

Cuando una persona menor de catorce años o una per-
sona con discapacidad necesitada de especial protección 
deba intervenir en condición de testigo en un procedimien-
to judicial que tenga por objeto la instrucción de un delito 
de homicidio, lesiones, contra la libertad, contra la inte-
gridad moral, trata de seres humanos, contra la libertad e 
indemnidad sexuales, contra la intimidad, contra las rela-
ciones familiares, relativos al ejercicio de derechos funda-
mentales y libertades públicas, de organizaciones y grupos 
criminales y terroristas y de terrorismo, la autoridad judi-
cial acordará, en todo caso, practicar la audiencia del me-
nor como prueba preconstituida, con todas las garantías 
de la práctica de prueba en el juicio oral y de conformidad 
con lo establecido en el artículo anterior. Este proceso se 
realizará con todas las garantías de accesibilidad y apoyos 
necesarios.

La autoridad judicial podrá acordar que la audiencia del 
menor de catorce años se practique a través de equipos 
psicosociales que apoyarán al Tribunal de manera interdis-
ciplinar e interinstitucional, recogiendo el trabajo de los
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Declaración de 
testigos menores 
de edad sin 
confrontación 
visual

Artículo 448, párr. 3.º

La declaración de los testigos menores de edad y de las 
personas con capacidad judicialmente modificada podrá 
llevarse a cabo evitando la confrontación visual de los mis-
mos con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio 
técnico que haga posible la práctica de esta prueba.

profesionales que hayan intervenido anteriormente y estu-
diando las circunstancias personales, familiares y sociales 
de la persona menor o con discapacidad, para mejorar el 
tratamiento de los mismos y el rendimiento de la prueba. 
En este caso, las partes trasladarán a la autoridad judicial 
las preguntas que estimen oportunas quien, previo control 
de su pertinencia y utilidad, se las facilitará a las personas 
expertas. Una vez realizada la audiencia del menor, las par-
tes podrán interesar, en los mismos términos, aclaraciones 
al testigo. La declaración siempre será grabada y el Juez, 
previa audiencia de las partes, podrá recabar del perito un 
informe dando cuenta del desarrollo y resultado de la au-
diencia del menor.

Para el supuesto de que la persona investigada estuviere 
presente en la audiencia del menor se evitará su confron-
tación visual con el testigo, utilizando para ello, si fuese ne-
cesario, cualquier medio técnico. Las medidas previstas en 
este artículo podrán ser aplicables cuando el delito tenga 
la consideración de leve.

Artículo 544 
ter. 6 y 7

Orden de 
protección para 
las víctimas 
de violencia 
doméstica

Medidas 
cautelares

6. Las medidas cautelares de carácter penal podrán con-
sistir en cualesquiera de las previstas en la legislación pro-
cesal criminal. Sus requisitos, contenido y vigencia serán 
los establecidos con carácter general en esta ley. Se adop-
tarán por el juez de instrucción atendiendo a la necesidad 
de protección integral e inmediata de la víctima.

7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicita-
das por la víctima o su representante legal, o bien por el 
Ministerio Fiscal cuando existan hijos menores o personas

6. Las medidas cautelares de carácter penal podrán con-
sistir en cualesquiera de las previstas en la legislación pro-
cesal criminal. Sus requisitos, contenido y vigencia serán 
los establecidos con carácter general en esta ley. Se adop-
tarán por el Juez de instrucción atendiendo a la necesidad 
de protección integral e inmediata de la víctima y, en su 
caso, de las personas sometidas a su patria potestad, tute-
la, curatela, guarda o acogimiento.

7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicita-
das por la víctima o su representante legal, o bien por el 
Ministerio Fiscal cuando existan hijos menores o personas
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Suspensión 
régimen de 
visitas

con la capacidad judicialmente modificada, determinando 
su régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas 
complementarias a ellas que fueran precisas, siempre que 
no hubieran sido previamente acordadas por un órgano 
del orden jurisdiccional civil, y sin perjuicio de las medidas 
previstas en el artículo 158 del Código Civil. Cuando existan 
menores o personas con capacidad judicialmente modifi-
cada que convivan con la víctima y dependan de ella, el 
Juez deberá pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, 
sobre la pertinencia de la adopción de las referidas medi-
das.

Estas medidas podrán consistir en la atribución del uso y 
disfrute de la vivienda familiar, determinar el régimen de 
guarda y custodia, visitas, comunicación y estancia con los 
menores o personas con la capacidad judicialmente  mo-
dificada, el régimen de prestación de alimentos, así como 
cualquier disposición que se considere oportuna a fin de 
apartarles de un peligro o de evitarles perjuicios.

con la capacidad judicialmente modificada, determinando su 
régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas com-
plementarias a ellas que fueran precisas, siempre que no hu-
bieran sido previamente acordadas por un órgano del orden 
jurisdiccional civil, y sin perjuicio de las medidas previstas 
en el artículo 158 del Código Civil. Cuando existan menores o 
personas con discapacidad necesitadas de especial protec-
ción que convivan con la víctima y dependan de ella, el Juez 
deberá pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, sobre 
la pertenencia (sic) de la adopción de las referidas medidas.

Estas medidas podrán consistir en la forma en que se 
ejercerá la patria potestad, acogimiento, tutela, curatela o 
guarda de hecho, atribución del uso y disfrute de la vivien-
da familiar, determinar el régimen de guarda y custodia, 
suspensión o mantenimiento del régimen de visitas, comu-
nicación y estancia con los menores o personas con dis-
capacidad necesitadas de especial protección, el régimen 
de prestación de alimentos, así como cualquier disposición 
que se considere oportuna a fin de apartarles de un peligro 
o de evitarles perjuicios.

Cuando se dicte una orden de protección con medidas de 
contenido penal y existieran indicios fundados de que los 
hijos e hijas menores de edad hubieran presenciado, sufrido 
o convivido con la violencia a la que se refiere el apartado 1 
de este artículo, la autoridad judicial, de oficio o a instancia 
de parte, suspenderá el régimen de visitas, estancia, rela-
ción o comunicación del inculpado respecto de los menores 
que dependan de él. No obstante, a instancia de parte, la 
autoridad judicial podrá no acordar la suspensión median-
te resolución motivada en el interés superior del menor y 
previa evaluación de la situación de la relación paternofilial.
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Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de 
protección tendrán una vigencia temporal de 30 días. Si 
dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la vícti-
ma o de su representante legal un proceso de familia ante 
la jurisdicción civil, las medidas adoptadas permanecerán 
en vigor durante los treinta días siguientes a la presenta-
ción de la demanda. En este término las medidas deberán 
ser ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el Juez 
de primera instancia que resulte competente.

Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de 
protección tendrán una vigencia temporal de treinta días. 
Si dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la víc-
tima o de su representante legal un proceso de familia ante 
la jurisdicción civil, las medidas adoptadas permanecerán 
en vigor durante los treinta días siguientes a la presenta-
ción de la demanda. En este término las medidas deberán 
ser ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el Juez 
de primera instancia que resulte competente.

Artículo 703 
bis

(introducido)

Declaración de 
testigos

Prueba 
preconstituida

Artículo 703 bis.

Cuando en fase de instrucción, en aplicación de lo dis-
puesto en el artículo 449 bis y siguientes, se haya practi-
cado como prueba preconstituida la declaración de un 
testigo, se procederá, a instancia de la parte interesada, a 
la reproducción en la vista de la grabación audiovisual, de 
conformidad con el artículo 730.2, sin que sea necesaria la 
presencia del testigo en la vista.

En los supuestos previstos en el artículo 449 ter, la auto-
ridad judicial solo podrá acordar la intervención del testigo 
en el acto del juicio, con carácter excepcional, cuando sea 
interesada por alguna de las partes y considerada necesa-
ria en resolución motivada, asegurando que la grabación 
audiovisual cuenta con los apoyos de accesibilidad cuando 
el testigo sea una persona con discapacidad.

En todo caso, la autoridad judicial encargada del enjui-
ciamiento, a instancia de parte, podrá acordar su interven-
ción en la vista cuando la prueba preconstituida no reúna 
todos los requisitos previstos en el artículo 449 bis y cause 
indefensión a alguna de las partes.
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Artículo Materia Ley de Enjuiciamiento Criminal
 (redacción anterior)
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Artículo 707, 
párr. 2.º

Declaración 
de menor de 
dieciocho años 
o persona con 
discapacidad

La declaración de los testigos menores de edad o con 
discapacidad necesitados de especial protección, se lleva-
rá a cabo, cuando resulte necesario para impedir o reducir 
los perjuicios que para ellos puedan derivar del desarrollo 
del proceso o de la práctica de la diligencia, evitando la 
confrontación visual de los mismos con el inculpado. Con 
este fin podrá ser utilizado cualquier medio técnico que 
haga posible la práctica de esta prueba, incluyéndose la 
posibilidad de que los testigos puedan ser oídos sin estar 
presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías 
de la comunicación.

Fuera de los casos previstos en el artículo 703 bis, cuando 
una persona menor de dieciocho años o una persona con 
discapacidad necesitada de especial protección deba inter-
venir en el acto del juicio, su declaración se llevará a cabo, 
cuando resulte necesario para impedir o reducir los perjui-
cios que para ella puedan derivar del desarrollo del proceso 
o de la práctica de la diligencia, evitando la confrontación vi-
sual con la persona inculpada. Con este fin podrá ser utiliza-
do cualquier medio técnico que haga posible la práctica de 
esta prueba, incluyéndose la posibilidad de que los testigos 
puedan ser oídos sin estar presentes en la sala mediante la 
utilización de tecnologías de la comunicación accesible.

Artículo 730 Reproducción en 
el acto del juicio 
de la declaración 
sumarial

 
 
Prueba 
preconstituida

Artículo 730.

Podrán también leerse o reproducirse a instancia de 
cualquiera de las partes las diligencias practicadas en el 
sumario, que, por causas independientes de la voluntad de 
aquéllas, no puedan ser reproducidas en el juicio oral, y las 
declaraciones recibidas de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 448 durante la fase de investigación a las víc-
timas menores de edad y a las víctimas con discapacidad 
necesitadas de especial protección.

Artículo 730.

1. Podrán también leerse o reproducirse a instancia de 
cualquiera de las partes las diligencias practicadas en el 
sumario, que, por causas independientes de la voluntad de 
aquellas, no puedan ser reproducidas en el juicio oral.

2. A instancia de cualquiera de las partes, se podrá re-
producir la grabación audiovisual de la declaración de la 
víctima o testigo practicada como prueba preconstituida 
durante la fase de instrucción conforme a lo dispuesto en 
el artículo 449 bis.

Artículo 777.3

(introducido)

Testigo menor 
de catorce años 
o persona con 
discapacidad

Prueba 
preconstituida

3. Cuando una persona menor de catorce años o una per-
sona con discapacidad necesitada de especial protección 
deba intervenir en condición de testigo, será de aplicación 
lo dispuesto en el artículo 449 ter, debiendo la autoridad 
judicial practicar prueba preconstituida, siempre que el 
objeto del procedimiento sea la instrucción de alguno de 
los delitos relacionados en tal artículo.



Protección de la infancia y adolescencia frente a la violencia

63

Artículo Materia Ley de Enjuiciamiento Criminal
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A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la 
parte a quien interese deberá instar en el juicio oral la re-
producción de la grabación audiovisual, en los términos del 
artículo 730.2.

Artículo 788. 2

(introducido)

Los siguientes 
apartados se 
renumeran del 
3 al 7

Declaración de 
testigos

Prueba 
preconstituida

2. Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 703 bis 
en cuanto a la no intervención en el acto del juicio del tes-
tigo, cuando se haya practicado prueba preconstituida de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 449 bis y si-
guientes.
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Artículo Materia
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
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Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género

(nueva redacción)

Artículo 1.4

(introducido)

Objeto de la Ley.

Violencia sobre 
familiares 
o allegados 
menores de edad 
de la mujer

4. La violencia de género a que se refiere esta Ley tam-
bién comprende la violencia que con el objetivo de causar 
perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familia-
res o allegados menores de edad por parte de las personas 
indicadas en el apartado primero.
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Artículo Materia
Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de 
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(nueva redacción)

Artículo 4. Derechos de 
las víctimas y 
de las personas 
perjudicadas

 
Oficina de 
Atención a la 
Víctima

Artículo 4. Derechos de las víctimas y de los perjudicados.

El Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo 
momento por la protección de los derechos de las víctimas 
y de los perjudicados por las infracciones cometidas por 
los menores.

 
   De manera inmediata se les instruirá de las medidas de 
asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente.

 

Las víctimas y los perjudicados tendrán derecho a per-
sonarse y ser parte en el expediente que se incoe al efec-
to, para lo cual el secretario judicial les informará en los 
términos previstos en los artículos 109 y 110 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, instruyéndoles de su derecho a 
nombrar abogado o instar el nombramiento de abogado 
de oficio en caso de ser titulares del derecho a la asisten-
cia jurídica gratuita. Asimismo, les informará de que, de no 
personarse en el expediente y no hacer renuncia ni reserva 
de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará si co-
rrespondiere.

Los que se personaren podrán desde entonces tomar co-
nocimiento de lo actuado e instar la práctica de diligencias 
y cuanto a su derecho convenga. Sin perjuicio de lo ante-
rior, el secretario judicial deberá comunicar a las víctimas 
y perjudicados, se hayan o no personado, todas aquellas 
resoluciones que se adopten tanto por el Ministerio Fiscal

Artículo 4. Derechos de las víctimas y de las personas 
perjudicadas.

El Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo 
momento por la protección de los derechos de las víctimas 
y de las personas perjudicadas por las infracciones cometi-
das por las personas menores de edad.

De manera inmediata se les instruirá de las medidas de 
asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente, 
debiendo el Letrado de la Administración de Justicia de-
rivar a la víctima de violencia a la Oficina de Atención a la 
Víctima competente.

Las víctimas y las personas perjudicadas tendrán dere-
cho a personarse y ser parte en el expediente que se incoe 
al efecto, para lo cual el Letrado de la Administración de 
Justicia les informará en los términos previstos en los ar-
tículos 109 y 110 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ins-
truyéndoles de su derecho a nombrar dirección letrada o 
instar su nombramiento de oficio en caso de ser titulares 
del derecho a la asistencia jurídica gratuita. Asimismo, les 
informará de que, de no personarse en el expediente y no 
hacer renuncia ni reserva de acciones civiles, el Ministerio 
Fiscal las ejercitará si correspondiere.

Quienes se personaren podrán desde entonces tomar 
conocimiento de lo actuado e instar la práctica de diligen-
cias y cuanto a su derecho convenga. Sin perjuicio de lo 
anterior, el Letrado de la Administración de Justicia deberá 
comunicar a las víctimas y a las personas perjudicadas, se 
hayan o no personado, todas aquellas resoluciones que se
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Artículo Materia
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la responsabilidad penal de los menores
(redacción anterior)

Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de 
la responsabilidad penal de los menores

(nueva redacción)

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Notificación a 
la víctima de 
las medidas 
cautelares de 
protección

 
 
 
Información a 
la víctima de 
los permisos 
y salidas del 
presunto agresor

como por el Juez de Menores, que puedan afectar a sus 
intereses.

En especial, cuando el Ministerio Fiscal, en aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 18 de esta Ley, desista de la 
incoación del expediente deberá inmediatamente ponerlo 
en conocimiento de las víctimas y perjudicados haciéndo-
les saber su derecho a ejercitar las acciones civiles que les 
asisten ante la jurisdicción civil.

Del mismo modo, el secretario judicial notificará por es-
crito la sentencia que se dicte a las víctimas y perjudicados 
por la infracción penal, aunque no se hayan mostrado par-
te en el expediente.

adopten tanto por el Ministerio Fiscal como por el Juez de 
Menores, que puedan afectar a sus intereses.

En especial, cuando el Ministerio Fiscal, en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 18 de esta Ley, desista de la in-
coación del expediente deberá inmediatamente ponerlo en 
conocimiento de las víctimas y las personas perjudicadas 
haciéndoles saber su derecho a ejercitar las acciones civi-
les que les asisten ante la jurisdicción civil.

Del mismo modo, el Letrado de la Administración de Jus-
ticia notificará por escrito la sentencia que se dicte a las 
víctimas y las personas perjudicadas por la infracción pe-
nal, aunque no se hayan mostrado parte en el expediente.

Cuando la víctima lo sea de un delito de violencia de gé-
nero, tiene derecho a que le sean notificadas por escrito, 
mediante testimonio íntegro, las medidas cautelares de 
protección adoptadas. Asimismo, tales medidas cautelares 
serán comunicadas a las administraciones públicas com-
petentes para la adopción de medidas de protección, sean 
estas de seguridad o de asistencia social, jurídica, sanita-
ria, psicológica o de cualquier otra índole.

La víctima de un delito violento tiene derecho a ser in-
formada permanentemente de la situación procesal del 
presunto agresor. En particular, en el caso de una medida, 
cautelar o definitiva, de internamiento, la víctima será in-
formada en todo momento de los permisos y salidas del 
centro del presunto agresor, salvo en aquellos casos en los 
que manifieste su deseo de no recibir notificaciones.
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Artículo 59. Medidas de 
vigilancia y 
seguridad

Medidas de 
contención

Contención 
mecánica

Artículo 59. Medidas de vigilancia y seguridad.

1. Las actuaciones de vigilancia y seguridad interior en los 
centros podrán suponer, en la forma y con la periodicidad 
que se establezca reglamentariamente, inspecciones de los 
locales y dependencias, así como registros de personas, ro-
pas y enseres de los menores internados.

2. De igual modo se podrán utilizar exclusivamente los 
medios de contención que se establezcan reglamenta-
riamente para evitar actos de violencia o lesiones de los 
menores, para impedir actos de fuga y daños en las ins-
talaciones del centro o ante la resistencia activa o pasiva 
a las instrucciones del personal del mismo en el ejercicio 
legítimo de su cargo.

Artículo 59. Medidas de vigilancia y seguridad.

1. Las actuaciones de vigilancia y seguridad interior en los 
centros podrán suponer, en la forma y con la periodicidad 
que se establezca reglamentariamente, inspecciones de los 
locales y dependencias, así como registros de personas, ro-
pas y enseres de los menores internados.

2. Se podrán utilizar exclusivamente los medios de con-
tención que se establezcan reglamentariamente para evitar 
actos de violencia o lesiones de las personas que cumplen 
las medidas previstas en esta ley, a sí mismos o a otras 
personas, para impedir actos de fuga y daños en las ins-
talaciones del centro o ante la resistencia activa a las ins-
trucciones del personal del mismo en el ejercicio legítimo 
de su cargo.

Solo será admisible, con carácter excepcional, la sujeción 
de las muñecas de la persona que cumple medida de inter-
namiento con equipos homologados, siempre y cuando se 
realice bajo un estricto protocolo y no sea posible aplicar 
medidas menos lesivas.

3. Se prohíbe la contención mecánica consistente en la 
sujeción de una persona a una cama articulada o a un ob-
jeto fijo o anclado a las instalaciones o a objetos muebles.

4. La aplicación de medidas de contención requerirá en 
todos los casos en que se hiciera uso de la fuerza, la explo-
ración física del interno por facultativo médico en el pla-
zo máximo de 48 horas, extendiéndose el correspondiente 
parte médico.
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Comunicación 
de las medidas 
al Juzgado 
de Menores y 
Ministerio Fiscal

Anotación en el 
Libro Registro

5. Las medidas de contención aplicadas en los centros 
deberán ser comunicadas con carácter inmediato al Juzga-
do de Menores y al Ministerio Fiscal. Asimismo, se anotarán 
en el Libro Registro de Incidencias, que será supervisado 
por parte de la dirección del centro y en el expediente indi-
vidualizado del menor, que debe mantenerse actualizado.
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Artículo Materia
Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, 
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Artículo 66 bis

(introducido)

Programas de 
comunidad 
terapéutica

Grupos en 
comunidad 
terapéutica

Artículo sesenta y seis bis.

1. La Administración penitenciaria elaborará programas 
específicos para las personas internas que hayan sido con-
denadas por delitos relacionados con la violencia contra 
la infancia y adolescencia, al objeto de desarrollar en ellos 
una actitud de respeto hacia los derechos de niños, niñas 
y adolescentes, en los términos que se determinen regla-
mentariamente.

2. Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresio-
nes de grado, concesión de permisos y concesión de la li-
bertad condicional, el seguimiento y aprovechamiento de 
dichos programas específicos por parte de las personas 
internas a que se refiere el apartado anterior.
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Ley Orgánica del Poder Judicial
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Artículo 307.2 Escuela Judicial

Curso de 
selección

Legislación sobre 
derechos de 
la infancia y la 
adolescencia

2. El curso de selección incluirá necesariamente: un pro-
grama teórico de formación multidisciplinar, un período de 
prácticas tuteladas en diferentes órganos de todos los ór-
denes jurisdiccionales y un período en el que los jueces en 
prácticas desempeñarán funciones de sustitución y refuer-
zo. Solamente la superación de cada uno de ellos posibili-
tará el acceso al siguiente.

En la fase teórica de formación multidisciplinar se inclui-
rá el estudio en profundidad de las materias que integran 
el principio de no discriminación y la igualdad entre hom-
bres y mujeres, y en particular de la legislación especial 
para la lucha contra la violencia sobre la mujer en todas 
sus formas.

2. El curso de selección incluirá necesariamente: un pro-
grama teórico de formación multidisciplinar, un período 
de prácticas tuteladas en diferentes órganos de todos los 
órdenes jurisdiccionales y un período en el que los jueces 
y juezas en prácticas desempeñarán funciones de sustitu-
ción y refuerzo. Solamente la superación de cada uno de 
ellos posibilitará el acceso al siguiente.

En la fase teórica de formación multidisciplinar se inclui-
rá el estudio en profundidad de las materias que integran 
el principio de no discriminación y la igualdad entre hom-
bres y mujeres, y en particular de la legislación especial 
para la lucha contra la violencia sobre la mujer en todas 
sus formas. Asimismo, incluirá el estudio en profundidad 
de la legislación nacional e internacional sobre los dere-
chos de la infancia y la adolescencia, con especial atención 
a la Convención sobre los Derechos del Niño y sus observa-
ciones generales.

Artículo 310 Ingreso en las 
Carreras Judicial y 
Fiscal

Artículo 310.

Todas las pruebas selectivas para el ingreso y la promo-
ción en las Carreras Judicial y Fiscal contemplarán el es-
tudio del principio de igualdad entre mujeres y hombres, 
incluyendo las medidas en materia de violencia sobre la 
mujer, y su aplicación con carácter transversal en el ámbito 
de la función jurisdiccional.

El temario deberá garantizar la adquisición de conoci-
mientos sobre el principio de no discriminación y especial-
mente de igualdad entre mujeres y hombres y, en parti-
cular, de la normativa específica dictada para combatir la

Artículo 310.

Todas las pruebas selectivas para el ingreso y la promo-
ción en las Carreras Judicial y Fiscal contemplarán el es-
tudio del principio de igualdad entre mujeres y hombres, 
incluyendo las medidas contra la violencia de género, y su 
aplicación con carácter transversal en el ámbito de la fun-
ción jurisdiccional.

El temario deberá garantizar la adquisición de conoci-
mientos sobre el principio de no discriminación y especial-
mente de igualdad entre mujeres y hombres y, en parti-
cular, de la normativa específica dictada para combatir la
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Artículo Materia Ley Orgánica del Poder Judicial
(redacción anterior)

Ley Orgánica del Poder Judicial
(nueva redacción)

 
 
 
 
 
Pruebas 
selectivas

Estudio de la 
tutela judicial de 
los derechos de 
la infancia y la 
adolescencia

violencia sobre la mujer, incluyendo la de la Unión Europea 
y la de tratados e instrumentos internacionales en materia 
de igualdad, discriminación y violencia contra las mujeres 
ratificados por España.

violencia sobre la mujer, incluyendo la de la Unión Europea 
y la de tratados e instrumentos internacionales en materia 
de igualdad, discriminación y violencia contra las mujeres 
ratificados por España.

Asimismo, las pruebas selectivas contemplarán el estu-
dio de la tutela judicial de los derechos de la infancia y la 
adolescencia, su protección y la aplicación del principio del 
interés superior de la persona menor de edad. El temario 
deberá garantizar la adquisición de conocimientos sobre 
normativa interna, europea e internacional, con especial 
atención a la Convención sobre los Derechos del Niño y sus 
observaciones generales.

Artículo 433 
bis. 5

Plan de 
Formación 
Continuada de la 
Carrera Judicial

Cursos 
específicos sobre 
tutela judicial de 
los derechos de 
los niños, niñas y 
adolescentes

5. El Plan de Formación Continuada de la Carrera Judicial 
contendrá cursos específicos de naturaleza multidiscipli-
nar sobre la tutela judicial del principio de igualdad entre 
mujeres y hombres, la discriminación por cuestión de sexo, 
la múltiple discriminación y la violencia ejercida contra las 
mujeres, así como la trata en todas sus formas y manifesta-
ciones y la capacitación en la aplicación de la perspectiva 
de género en la interpretación y aplicación del Derecho, 
además de incluir dicha formación de manera transversal 
en el resto de cursos.

5. El Plan de Formación Continuada de la Carrera Judicial 
contendrá cursos específicos de naturaleza multidiscipli-
nar sobre la tutela judicial del principio de igualdad entre 
mujeres y hombres, la discriminación por cuestión de sexo, 
la múltiple discriminación y la violencia ejercida sobre las 
mujeres, así como la trata en todas sus formas y manifesta-
ciones y la capacitación en la aplicación de la perspectiva 
de género en la interpretación y aplicación del Derecho, 
además de incluir dicha formación de manera transversal 
en el resto de cursos.

Asimismo, el Plan de Formación Continuada contemplará 
cursos específicos de naturaleza disciplinar sobre la tutela 
judicial de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
En todo caso, en los cursos de formación se introducirá el 
enfoque de la discapacidad de los niños, niñas y adoles-
centes.
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Artículo Materia Ley Orgánica del Poder Judicial
(redacción anterior)

Ley Orgánica del Poder Judicial
(nueva redacción)

Artículo 434.2 Centro de 
Estudios 
Jurídicos de la 
Administración de 
Justicia

Cursos 
específicos sobre 
tutela judicial de 
los derechos de 
la infancia y la 
adolescencia

2. Tendrá como función la colaboración con el Ministerio 
de Justicia en la selección, formación inicial y continuada 
de los miembros de la Carrera Fiscal, del Secretariado y 
demás personal al servicio de la Administración de Justicia.

 
   El Centro de Estudios Jurídicos impartirá anualmente 
cursos de formación sobre el principio de igualdad entre 
mujeres y hombres y su aplicación con carácter transversal 
por los miembros de la Carrera Fiscal, el Cuerpo de Secre-
tarios y demás personal al servicio de la Administración de 
Justicia, así como sobre la detección y el tratamiento de 
situaciones de violencia de género.

2. Tendrá como función la colaboración con el Ministerio 
de Justicia en la selección, formación inicial y continuada 
de los miembros de la Carrera Fiscal, el Cuerpo de Letra-
dos y demás personal al servicio de la Administración de 
Justicia.

El Centro de Estudios Jurídicos impartirá anualmente cur-
sos de formación sobre el principio de igualdad entre mu-
jeres y hombres y su aplicación con carácter transversal a 
quienes integren la Carrera Fiscal, el Cuerpo de Letrados y 
demás personal al servicio de la Administración de Justicia, 
así como sobre la detección precoz y el tratamiento de si-
tuaciones de violencia de género.

Asimismo, el Centro de Estudios Jurídicos impartirá 
anualmente cursos específicos de naturaleza multidiscipli-
nar sobre la tutela judicial de los derechos de la infancia y 
la adolescencia. En todo caso, en los cursos de formación 
se introducirá el enfoque de la discapacidad de los niños, 
niñas y adolescentes.

Artículo 480. 
3 y 4

Instituto Nacional 
de Toxicología y 
Ciencias Forenses

«Artículo 480.

(…)

3. Los Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que consti-
tuyen un Cuerpo Nacional de Titulados Superiores al ser-
vicio de la Administración de Justicia. Atendiendo a la ac-
tividad técnica y científica del Instituto, dentro del citado 
Cuerpo podrán establecerse especialidades.

Artículo 480.

(…)

3. Los Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que consti-
tuyen un Cuerpo Nacional de Titulados Superiores al ser-
vicio de la Administración de Justicia. Atendiendo a la ac-
tividad técnica y científica del Instituto, dentro del citado 
Cuerpo podrán establecerse especialidades.



Protección de la infancia y adolescencia frente a la violencia

73

Artículo Materia Ley Orgánica del Poder Judicial
(redacción anterior)

Ley Orgánica del Poder Judicial
(nueva redacción)

Son funciones del Cuerpo de Facultativos del Instituto 
Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses la asistencia 
técnica en las materias de sus disciplinas profesionales a 
autoridades judiciales, gubernativas, al Ministerio Fiscal y 
a los médicos forenses, en el curso de las actuaciones ju-
diciales o en las diligencias previas de investigación. A tal 
efecto llevarán a cabo los análisis e investigación que les 
sean solicitados, emitirán los dictámenes e informes perti-
nentes y evacuarán las consultas que les sean planteadas 
por las autoridades citadas, así como por los particulares 
en el curso de procesos judiciales y por organismos o em-
presas públicas que afecten al interés general, y contribui-
rán a la prevención de intoxicaciones.

Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de Toxi-
cología y Ciencias Forenses, así como en los Institutos de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, en los supuestos y con-
diciones que se determinen en las correspondientes rela-
ciones de puestos de trabajo.

 
   4. Los Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de To-
xicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera 
que constituyen un Cuerpo Nacional de auxilio especializa-
do al servicio de la Administración de Justicia.

Son funciones del Cuerpo de Técnicos Especialistas del 
Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses aque-
llas de auxilio técnico especializado en las actividades 
científicas y de investigación propias del Instituto Nacional 
de Toxicología y Ciencias Forenses.

Son funciones del Cuerpo de Facultativos del Instituto 
Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses la asistencia 
técnica en las materias de sus disciplinas profesionales a 
autoridades judiciales, gubernativas, al Ministerio Fiscal y 
a los médicos forenses, en el curso de las actuaciones ju-
diciales o en las diligencias previas de investigación. A tal 
efecto llevarán a cabo los análisis e investigación que les 
sean solicitados, emitirán los dictámenes e informes perti-
nentes y evacuarán las consultas que les sean planteadas 
por las autoridades citadas, así como por los particulares 
en el curso de procesos judiciales y por organismos o em-
presas públicas que afecten al interés general, y contribui-
rán a la prevención de intoxicaciones.

Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de Toxi-
cología y Ciencias Forenses, así como en los Institutos de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses y en las unidades admi-
nistrativas que se establezcan, en los supuestos y condicio-
nes que se determinen en las correspondientes relaciones 
de puestos de trabajo.

4. Los Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de To-
xicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera 
que constituyen un cuerpo nacional de auxilio especializa-
do al servicio de la Administración de Justicia y realizarán 
funciones de auxilio técnico especializado en las activida-
des científicas y de investigación propias del citado Institu-
to, así como de los Institutos de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses.
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Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de Toxi-
cología y Ciencias Forenses, así como en los Institutos de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, en los supuestos y con-
diciones que se determinen en las correspondientes rela-
ciones de puestos de trabajo.

Prestarán servicio, en los supuestos y condiciones que se 
establezcan en las relaciones de puestos de trabajo de los 
citados organismos.
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Artículo Materia
Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia 

jurídica gratuita
(redacción anterior)

Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia 
jurídica gratuita

(nueva redacción)

Artículo 2, 
letra g)

Ámbito personal 
de aplicación

Personas 
menores de edad 
y personas con 
discapacidad

En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en 
los tratados y convenios internacionales sobre la materia 
en los que España sea parte, tendrán derecho a la asisten-
cia jurídica gratuita:

(…)

g) Con independencia de la existencia de recursos para li-
tigar, se reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita, 
que se les prestará de inmediato, a las víctimas de violen-
cia de género, de terrorismo y de trata de seres humanos 
en aquellos procesos que tengan vinculación, deriven o 
sean consecuencia de su condición de víctimas, así como 
a los menores de edad y las personas con discapacidad 
intelectual o enfermedad mental cuando sean víctimas de 
situaciones de abuso o maltrato.

Este derecho asistirá también a los causahabientes en 
caso de fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran 
partícipes en los hechos.

A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gra-
tuita, la condición de víctima se adquirirá cuando se formu-
le denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, 
por alguno de los delitos a que se refiere esta letra, y se 
mantendrá mientras permanezca en vigor el procedimien-
to penal o cuando, tras su finalización, se hubiere dictado 
sentencia condenatoria. El beneficio de justifica gratuita

En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en 
los tratados y convenios internacionales sobre la materia 
en los que España sea parte, tendrán derecho a la asisten-
cia jurídica gratuita:

(…)

g) Con independencia de la existencia de recursos para 
litigar, se reconoce el derecho de asistencia jurídica gra-
tuita, que se les prestará de inmediato, a las víctimas de 
violencia de género, de terrorismo y de trata de seres hu-
manos en aquellos procesos que tengan vinculación, deri-
ven o sean consecuencia de su condición de víctimas, así 
como a las personas menores de edad y las personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección cuando 
sean víctimas de delitos de homicidio, de lesiones de los 
artículos 149 y 150, en el delito de maltrato habitual previs-
to en el artículo 173.2, en los delitos contra la libertad, en 
los delitos contra la libertad e indemnidad sexual y en los 
delitos de trata de seres humanos.

Este derecho asistirá también a los causahabientes en 
caso de fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran 
partícipes en los hechos.

A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gra-
tuita, la condición de víctima se adquirirá cuando se formu-
le denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, 
por alguno de los delitos a que se refiere esta letra, y se 
mantendrá mientras permanezca en vigor el procedimien-
to penal o cuando, tras su finalización, se hubiere dictado 
sentencia condenatoria. El beneficio de justifica gratuita
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Artículo Materia
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(redacción anterior)
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se perderá tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o 
del sobreseimiento definitivo o provisional por no resultar 
acreditados los hechos delictivos, sin la obligación de abo-
nar el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente 
hasta ese momento.

En los distintos procesos que puedan iniciarse como con-
secuencia de la condición de víctima de los delitos a que se 
refiere esta letra y, en especial, en los de violencia de gé-
nero, deberá ser el mismo abogado el que asista a aquélla, 
siempre que con ello se garantice debidamente su derecho 
de defensa.

se perderá tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o 
del sobreseimiento definitivo o provisional por no resultar 
acreditados los hechos delictivos, sin la obligación de abo-
nar el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente 
hasta ese momento.

En los distintos procesos que puedan iniciarse como con-
secuencia de la condición de víctima de los delitos a que se 
refiere esta letra y, en especial, en los de violencia de gé-
nero, deberá ser el mismo abogado el que asista a aquella, 
siempre que con ello se garantice debidamente su derecho 
de defensa.
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Artículo Materia

Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 

Poder Judicial
(redacción anterior)

Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 

Poder Judicial
(nueva redacción)

Disposición 
transitoria 
séptima

Dilación del 
requisito de 
especialidad en 
Medicina Forense 
para el acceso 
al Cuerpo de 
Médicos Forenses.

Disposición transitoria séptima. Dilación del requisito de 
especialidad en Medicina Forense para el acceso al Cuerpo 
de Médicos Forenses.

La especialidad en Medicina Forense, exigida en el artí-
culo 475 de esta Ley para acceder al Cuerpo de Médicos 
Forenses, no será requisito obligatorio hasta que así lo 
determine el Ministerio de Justicia, una vez concluyan su 
formación por el sistema de residencia al menos la primera 
promoción de estos especialistas y se haya desarrollado la 
vía transitoria de acceso a dicho título para quienes acre-
diten una experiencia profesional, como funcionario del 
Cuerpo de Médicos Forenses, no inferior a la duración del 
programa formativo oficial, según el procedimiento regu-
lado en la disposición transitoria quinta del Real Decreto 
639/2014, de 25 de julio. 

Disposición transitoria séptima. Dilación del requisito de 
especialidad en Medicina Legal y Forense para el acceso al 
Cuerpo de Médicos Forenses.

La especialidad en Medicina Legal y Forense, exigida en el 
artículo 475 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Po-
der Judicial, para acceder al Cuerpo de Médicos Forenses, 
no será requisito obligatorio hasta que así lo determine el 
Ministerio de Justicia, una vez concluyan su formación por 
el sistema de residencia al menos la primera promoción de 
estos especialistas y se haya desarrollado la vía  extraordi-
naria de acceso a dicho título según el procedimiento re-
gulado en el real decreto que desarrolle el acceso a esta 
especialidad por el sistema de residencia.
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Artículo Materia
Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 

General de Publicidad
(redacción anterior)

Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 
General de Publicidad

(nueva redacción)

Artículo 3, 
letra a)

Publicidad ilícita

Publicidad que 
genere violencia 
o discriminación 
sobre personas 
menores de edad

Es ilícita:

a) La publicidad que atente contra la dignidad de la per-
sona o vulnere los valores y derechos reconocidos en la 
Constitución, especialmente a los que se refieren sus artí-
culos 14, 18 y 20, apartado 4.

Se entenderán incluidos en la previsión anterior los 
anuncios que presenten a las mujeres de forma vejatoria 
o discriminatoria, bien utilizando particular y directamente 
su cuerpo o partes del mismo como mero objeto desvincu-
lado del producto que se pretende promocionar, bien su 
imagen asociada a comportamientos estereotipados que 
vulneren los fundamentos de nuestro ordenamiento coad-
yuvando a generar la violencia a que se refiere la Ley Orgá-
nica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género.

Es ilícita:

a) La publicidad que atente contra la dignidad de la per-
sona o vulnere los valores y derechos reconocidos en la 
Constitución Española, especialmente a los que se refieren 
sus artículos 14, 18 y 20, apartado 4.

Se entenderán incluidos en la previsión anterior los 
anuncios que presenten a las mujeres de forma vejatoria 
o discriminatoria, bien utilizando particular y directamente 
su cuerpo o partes del mismo como mero objeto desvincu-
lado del producto que se pretende promocionar, bien su 
imagen asociada a comportamientos estereotipados que 
vulneren los fundamentos de nuestro ordenamiento coad-
yuvando a generar la violencia a que se refiere la Ley Orgá-
nica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género.

Asimismo, se entenderá incluida en la previsión anterior 
cualquier forma de publicidad que coadyuve a generar vio-
lencia o discriminación en cualquiera de sus manifestacio-
nes sobre las personas menores de edad, o fomente este-
reotipos de carácter sexista, racista, estético o de carácter 
homofóbico o transfóbico o por razones de discapacidad.
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Artículo Materia

Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de 

derechos y obligaciones en materia de información 
y documentación clínica

(redacción anterior)

Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de 

derechos y obligaciones en materia de información 
y documentación clínica

(nueva redacción)

Artículo 15.5

(introducido)

Contenido de la 
historia clínica de 
cada paciente

Atención sanitaria 
por violencia 
a personas 
menores de edad

5. Cuando la atención sanitaria prestada lo sea a con-
secuencia de violencia ejercida contra personas menores 
de edad, la historia clínica especificará esta circunstancia, 
además de la información a la que hace referencia este 
apartado.
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Artículo Materia
Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación 

de las profesiones sanitarias
 (redacción anterior)

Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación 
de las profesiones sanitarias

(nueva redacción)

Artículo 17.1 Expedición 
del título de 
especialista en 
Ciencias de la 
Salud

1. Los títulos de especialista en Ciencias de la Salud serán 
expedidos por el Ministerio de Educación, Cultura y Depor-
te

1. Los títulos de especialista en Ciencias de la Salud serán 
expedidos por el Ministerio de Sanidad.

Disposición 
transitoria 
séptima

(introducida)

Expedición de 
títulos iniciados 
con anterioridad 
al 1 de enero de 
2022

Disposición transitoria séptima. Expedición de títulos de 
especialista en Ciencias de la Salud.

Los procedimientos de expedición de títulos iniciados 
con anterioridad al 1 de enero de 2022 y aún en curso, se-
guirán siendo tramitados por el Ministerio de Universida-
des y, por tanto, los títulos serán expedidos por este último.
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Artículo Materia

Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre 

Infracciones y Sanciones en el Orden Social
(redacción anterior)

Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre 

Infracciones y Sanciones en el Orden Social
 (nueva redacción)

Artículo 8. 19

(introducido)

Infracciones muy 
graves

Dar ocupación 
en actividades 
relacionadas 
con personas 
menores de edad 
a quienes tengan 
antecedentes 
en el Registro 
Central de 
Delincuentes 
Sexuales y de 
Trata de Seres 
Humanos

Artículo 8. Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:

(…)

Artículo 8. Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:

(…)

19. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 
57.3 de la Ley Orgánica de Protección Integral de la Infancia 
y la Adolescencia frente a la Violencia.
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	 Entrada en vigor: el 25 de junio de 2021, a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
	 Lo previsto en los artículos 5.3 (formación colegios de abogados y procuradores), 14.2, 14.3 (asistencia 

jurídica gratuita), 18 (deberes de información de los centros educativos y establecimientos residenciales), 
35 (coordinador o coordinadora de bienestar y protección) y 48.1.b) y c) (entidades que realizan actividades 
deportivas o de ocio, sistema de monitorización y delegado o delegada de protección) producirán efectos a 
los seis meses de la entrada en vigor de la ley

	 La modificación de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, 
producirá efectos a partir del 1 de enero de 2022

	 Incorporación de derecho de la Unión Europea: completa la incorporación al Derecho español de los artículos 
3, apartados 2 a 4, 6 y 9, párrafos a), b) y g) de la Directiva 2011/93/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los 
menores y la pornografía infantil y por la que se sustituye la Decisión marco 2004/68/JAI del Consejo.

	 Las referencias realizadas en el ordenamiento jurídico al Registro Central de Delincuentes Sexuales deberán 
entenderse realizadas al Registro Central de Delincuentes Sexuales y de Trata de Seres Humanos (Disposición 
adicional quinta)

	 Las referencias realizadas en el ordenamiento jurídico al Registro Unificado de Maltrato Infantil deberán 
entenderse realizadas al Registro Unificado de Servicios Sociales sobre Violencia contra la infancia.
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